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RESUMEN 
Se tiene como título “La vigencia de las medidas de protección y medidas 
cautelares en la aplicación de la Ley N° 30364 Ley para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar a 
dos años en el Perú”; en el presente trabajo se utilizo el paradigma mixto, 
siendo el tipo de investigación el jurídico propositivo y jurídico descriptivo que 
cuenta con una metodología de interpretación y la argumentación jurídica, 
utilizando los instrumentos y técnicas que son: la encuesta, legislativa y 
argumentación para la implementación de iniciativa legislativa del proyecto de 
ley que tiene por finalidad modificar el primer párrafo del artículo 23 de la Ley 
N° 30364 y el artículo 40 del Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP; en ese 
orden de ideas se plantea el siguiente problema ¿Cómo es la vigencia de las 
medidas de protección y las medidas cautelares en la Ley N° 30364 
reglamentado mediante Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP en el Perú y que 
postulados de la teoría de la garantía procesal, siendo esta una de las teorías 
constitucionales de los derechos fundamentales se debe considerar, para 
proponer la reforma del artículo 23 y 40 de las citadas normas, con el fin 
mejorar su efectividad? mediante el cual se ha propuestoestablecer la vigencia 
de las medidas de protección y las medidas cautelares en la Ley N° 30364 
reglamentado mediante Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP en el Perú e 
identificar los postulados de la teoría de la garantía procesal, descrito 
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precedentemente que permitan proponer la reforma del artículo 23 y 40 de las 
citadas normas, para mejorar su efectividad en su aplicación.  
La investigación efectuada consta de cuatro capítulos organizados de 
forma siguiente: Capítulo I, planteamiento y descripción del problema; Capítulo 
II, revisión literaria y la posición hipotética y su respaldo teórico; Capítulo III, 
aspectos metodológicos de investigación, desarrollados en el presente trabajo 
científico; y Capítulo IV, Propuesta y alternativa de solución al problema, aquí 
describo y argumento mi postura, reforzado por los resultados estadísticos, 
aporte científico que con posterioridad será aprovechado por los 
investigadores. 
PALABRAS CLAVE: Vigencia de medidas de protección, vigencia de medidas 
de cautelares, reformar un artículo. 
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ABSTRACT 
The title "The validity of the protective measures and precautionary measures in 
the application of Law No. 30364 Act to prevent, punish and eradicate violence 
against women and members of the family group to two years in Peru"; In the 
present work the mixed paradigm was used, the type of research being the 
propositive legal and descriptive juridical that has a methodology of 
interpretation and legal argumentation, using the instruments and techniques 
that are: the survey, legislative and argumentation for the implementation of 
legislative initiative of the bill that aims to modify the first paragraph of article 23 
of Law N ° 30364 and article 40 of Supreme Decree N ° 009-2016-MIMP; in that 
order of ideas the following problem arises: What is the validity of the protective 
measures and the precautionary measures in the Law N ° 30364 regulated by 
Supreme Decree N ° 009-2016-MIMP in Peru and that postulates of the theory 
of the procedural guarantee, this being one of the constitutional theories of 
fundamental rights should be considered, to propose the reform of articles 23 
and 40 of the aforementioned norms, in order to improve their effectiveness? 
through which it has been proposed to establish the validity of the protective 
measures and precautionary measures in Law No. 30364 regulated by 
Supreme Decree No. 009-2016-MIMP in Peru and identify the postulates of the 
theory of procedural guarantees, described previously that they allow to 
vii 
propose the reform of article 23 and 40 of the cited norms, to improve their 
effectiveness in their application. 
The research carried out consists of four chapters organized as follows: 
Chapter I, approach and description of the problem; Chapter II, literary revision 
and the hypothetical position and its theoretical support; Chapter III, 
methodological aspects of research, developed in the present scientific work; 
and Chapter IV, Proposal and alternative solution to the problem, here I 
describe and argue my position, reinforced by the statistical results, scientific 
contribution that later will be used by researchers. 
KEY WORDS: Validity of protection measures, validity of precautionary 
measures, reform an article. 
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INTRODUCCIÓN 
El propósito de la presente investigación es establecer la vigencia de las 
medidas de protección y las medidas cautelares previstos en la Ley N° 30364 y 
en el Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP, toda vez de que aún existen vacíos 
normativos, por lo que los Fiscales Penales de Turno, los Jueces de Garantía, 
Jueces del Juzgado Penal Unipersonal y de Paz Letrado dejan sin efecto las 
medidas dispuestas por el Juzgado de Familia, dejando desamparado a las 
víctimas que se encuentran en estados vulnerables. Considerando que la 
violencia en nuestros tiempos es una dificultad, que genera consecuencias 
negativas para la salubridad, la economía y para que se desarrolle la sociedad, 
configurándose este como una arbitrariedad de dominio y de vulneración de los 
derechos esenciales del individuo, todo por las concepciones erróneas que se 
tiene en una sociedad machista como el nuestro.  
 
En estos últimos años se viene priorizando el amparo de los Derechos 
Humanos, por tal situación se han firmado tratados Internacionales como: 
(CEDAW), con la finalidad de eliminar toda forma de discriminación y 
(Convención Belem Do Pará), con la finalidad de erradicar toda forma de 
violencia; comprometiéndose nuestro hacer cumplir los mandatos 
internacionales y actuar utilizando métodos adecuados en la violencia de 
genero.  
 
En nuestro país a la fecha se tiene violencia a gran escala en las 
diferentes zonas geográficas, rural, urbana, urbano marginal y asimismo en los 
diferentes estratos sociales, es decir en la clase baja, media y alta, por lo que a 
ix 
la fecha durante este año se tiene más de 45 feminicidios; entonces se puede 
afirmar que los hechos antes descritos son fenómenos sociales que tienen un 
alto costo social, debido a que los perjudicados producto de los hechos de 
violencia son los hijos, quienes vienen a ser el futuro de nuestro país. 
 
Como ya hemos señalado el Perú forma parte de (Convención Belem Do 
Pará), por lo que nuestro país se encuentra comprometido a implementar 
dispositivos sencillos y rápidos para atacar la violencia hacia la mujer, esto 
significa, que nuestras autoridades tienen que hacer lo posible para evitar 
hechos de violencia, así como sancionar al agresor con la finalidad de que este 
último se abstenga de generarle peligro en la subsistencia de la victimas ya sea 
hostigando, amenazando, etc.  
 
Habiendo el Estado Peruano asumido el compromiso como hemos 
señalado precedentemente hace un salto cualitativo con la Ley N° 30364, toda 
vez de que esta ley esta direccionado a brindar una atención de calidad  y a la 
vez integral a las víctimas. 
 
En la normatividad vigente que tenemos a la fecha, a través de los 
principios que se tiene estipulados, se pretende orientar el trabajo correcto de 
los responsables en atender y acompañar hechos de violencia en nuestro país.   
 
Recordemos los Centro de Emergencia Mujer (CEM, CEM Comisaria), 
son servicios públicos que atienden de manera gratuita y especializada a 
víctimas de todo tipo de violencia, brindando atención integral y 
x 
multidisciplinaria, que se caracteriza por brindar una atención oportuna 
respecto al asesoramiento legal, orientación psicológica y social con la finalidad 
de poner alto a estos hechos negativos antes descritos.  
 
La presente investigación jurídica quiere establecer la vigencia de las 
medidas de protección y las medidas cautelares en la Ley N° 30364 
reglamentado mediante Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP en el Perú e 
identificar los postulados de la teoría de la garantía procesal, siendo esta uno 
de las teorías constitucionales de los derechos esenciales que permitan 
proponer la reforma del artículo 23 y 40 de las citadas normas, para mejorar su 
efectividad en su aplicación. 
 
Quedando con nuestro aporte de forma siguiente, la vigencia de las 
medidas decretadas por el Juzgado de Familia o su equivalente se prolonga 
hasta que se emita sentencia por el Juzgado Penal o Juzgado de Paz Letrado 
quede consentida y/o ejecutoriada. En caso de absolverse, pueden ratificarse 
las órdenes que se han decretado para su protección de la denunciante, no 
siendo así las pretensiones civiles, porque esta se deja en el acto sin efecto. En 
caso de sentencia favorable para la denunciante las dos opciones antes 
descritas se pueden ratificar, especificándose terapia para la agraviada y 
tratamiento especializado para el denunciado, los apercibimientos y cualquier 
otra disposición a favor de la agraviada; en sede Fiscal por ninguna razón se 
dejara sin efecto las medidas de protección si es condenatoria y si decide no 
formalizar la denuncia,  el Fiscal deberá evaluar los antecedentes del hecho y 
los elementos de convicción y podrá ratificar las medidas de protección por un 
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tiempo prudencial teniendo presente los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad.  
 
A lo largo del reciente trabajo de investigación se tuvo restricciones en 
relación a la bibliografía, siendo este un tema nuevo, toda vez de que esta 
normativa recién está vigente en nuestro país a partir del 24 de noviembre del 
2015, por cuando no se ha podido encontrar bibliografía en las bibliotecas de 
las principales universidades de Puno y Cusco. 
 
     Finalmente, este trabajo de investigación titulado “VIGENCIA DE LAS 
MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y MEDIDAS CAUTELARES EN LA APLICACIÓN 
DE LA LEY N° 30364 LEY PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA 
VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO 
FAMILIAR A DOS AÑOS EN EL PERÚ”, está organizado en cuatro capítulos 
presentado de forma siguiente: 
PRIMER CAPÍTULO: Presenta el planteamiento y descripción del 
problema, exposición de la situación problemática, formulación del problema, 
justificación de la investigación, delimitación de la investigación y objetivos de 
la investigación. 
 
SEGUNDO CAPÍTULO: Comprende la revisión literaria, antecedentes de 
la investigación, bases teóricas científicas, marco conceptual, formulación de 
las hipótesis y las variables de la investigación.  
 
xii 
TERCER CAPÍTULO: Esta referido al aspecto metodológico de la 
investigación jurídica, diseño, tipo, método, población y muestra, técnicas e 
instrumentos de recopilación de datos y técnicas de procesamiento de datos.  
 
CUARTO CAPÍTULO: Explica los resultados del trabajo de investigación 
con su análisis e interpretación correspondiente, asimismo presenta la 
propuesta legislativa de modificatoria del primer párrafo del artículo 23 de la 
Ley N° 30364 y el articulo 40 del Decreto Legislativo N° 009-2016-MIMP.  
 
Se incluye al final del trabajo las principales conclusiones acertadas, las 
sugerencias que creemos convenientes tomar en cuenta para futuros estudios, 
la bibliografía utilizada y los anexos que contienen documentos y datos 
estadísticos complementarios que puedan servir para el planteamiento de nuevas 
hipótesis.  
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CAPÍTULO I 
EL PROBLEMA 
1.1. EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
Al momento en nuestro país el tema de violencia en contra de las mujeres 
y los miembros del clan familiar continúa siendo un enorme problema 
social que genera consecuencias graves en la economía, salud y 
desarrollo.  Lo que significa muchas veces como abuso de autoridad y 
violación de los derechos fundamentales, consagrados en la normatividad 
supranacional y nacional, por tener concepciones erróneas respecto a la 
distribución de roles en sociedad.   
 
Siendo la violencia un problema más difícil de solucionar, que 
genera en demasía costo social, debido a que es un problema de Estado 
que requiere de una atención urgente por la ingente cantidad de 
feminicidios que se han registrado en nuestro país a la fecha, por lo que 
ocupamos uno de los primeros lugares en la comisión de delitos de 
feminicidio en América Latina, lo que significa en mayor dimensión se 
presenta violencia contra las mujeres.  
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En nuestro país a la fecha se viene haciendo sendos esfuerzos con 
la única intención de frenar acciones denigrantes en contra de las mujeres 
y los miembros del clan familiar, es así el Estado a partir del Ministerio de 
la Mujer y Poblaciones Vulnerables ha emprendido sendos esfuerzos, 
siendo el más saltante el Programa Nacional Contra la Violencia Familiar 
y Sexual que se ha instalado en las provincias al interior de nuestro país, 
con el nombre de Centros de Emergencia Mujer, que de a poco también 
se viene implementando en las comisarías.  
 
Si bien es cierto que a la fecha tenemos la Ley N° 30364, que fue 
publicado el 23 de noviembre del año 2015, con la única intención de 
prevenir y por tanto contrarrestar hechos de violencia, ley que se viene 
implementando poco a poco con algunas falencias. 
 
Habiéndose decretado el Decreto Legislativo N° 1323, que 
introduce modificatorias a la Ley N° 30364 respecto a que la violencia 
psicológica también es posible tipificar como delito, existiendo a la fecha 
diversas dudas en su aplicación por parte de los que administran la 
justicia en nuestro país, es así que a la fecha por ejemplo no tienen claro 
los jueces de los Distritos Judiciales hasta que momento es la vigencia de 
las medidas dictadas por ellos. 
 
Por lo que se ha investigado al respecto doctrinariamente y 
jurisprudencial respecto a la reforma del artículo 23 primer párrafo de la 
Ley N° 30364 y artículo 40 del D.S. N° 009-2016-MIMP, tomando en 
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cuenta los derechos primordiales de la persona humana, específicamente 
teoría de la garantía procesal, con la finalidad de garantizar la protección 
a las personas antes descritas a lo largo y ancho de nuestro país.  
 
1.2.   PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
1.2.1. Problema general 
¿Cómo es la vigencia de las medidas de protección y las medidas 
cautelares en la Ley N° 30364 reglamentado mediante Decreto Supremo 
N° 009-2016-MIMP en el Perú y que postulados de la teoría de la garantía 
procesal se deben considerar, siendo esta una de las teorías 
constitucionales de los derechos primordiales, para proponer la reforma 
del artículo 23 y 40 de las citadas normas, con el fin mejorar su 
efectividad? 
 
1.2.2.  Problemas específicos 
 ¿Cuál es la vigencia de las medidas de protección y medidas 
cautelares establecidos en la Ley N° 30364 y su reglamento a dos 
años en el Perú? 
 ¿En qué consiste la teoría de la garantía procesal, siendo esta una de 
las teorías constitucionales de los derechos principales? 
 ¿Cuáles son los fundamentos de la teoría de la garantía procesal, que 
se pueden tomar para proponer la reforma del artículo 23 de la Ley N° 
30364 y el articulo 40 del Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP? 
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1.3.  JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
1.3.1. Relevancia jurídica 
En los Distritos Judiciales del Perú, respecto a la vigencia de las medidas 
de protección y las medidas cautelares dispuestas por los juzgados de 
familia y su equivalente, aparentemente surte efectos jurídicos tal como 
se desprende del artículo 40 del D.S. N° 009-2016-MIMP hasta que se 
declare consentida o ejecutoriada la sentencia emitida por el juzgado 
penal o de paz letrado en materia de faltas, de esta manera se tiene un 
vacío cuando el fiscal decide archivar el caso; también se tiene vacío en 
casos en que los juzgados antes señalados absuelvan al inculpado, tal 
como se tiene en el artículo 23 primer párrafo de la Ley N° 30364 que 
señala:  que estas medidas se extienden hasta que exista una sentencia 
dictada por el juzgado penal o has que exista un pronunciamiento fiscal 
de archivar el caso, es mas a la fecha los Jueces en la jurisdicción de la 
Provincia de Canchis, Región Cusco disponen que la vigencia de estas 
órdenes sea  hasta que el imputado cumpla su terapia psicológica. 
 
Por lo que es necesario dejar en claro a través de una interpretación 
sistemática y teleológica de la norma, tomando en cuenta su fuente y 
razón de ser de esta norma materia de investigación que viene a ser 
“Convención de Belem Do Pará”, una norma protectora de derechos 
humanos, la dignidad humana, por ejemplo: conforme se desprende en su 
artículo 3 tienen derecho a vivir libre de violencia las mujeres en los 
lugares privados y públicos; por lo que es importante esta investigación, 
5 
toda vez que permitirá conocer con precisión sobre la vigencia de las 
medidas a dictar por los operadores de justicia a favor de las victimas. 
 
Una vez superado el incertidumbre jurídico a través de una 
interpretación sistemática y teleológica de la norma materia de 
investigación y propuesto la reforma del primer párrafo del artículo 23 de 
la Ley N° 30364 y articulo 40 del Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP, 
tomando en cuenta la teoría de la garantía procesal, este trabajo científico 
será de gran aporte para la comunidad jurídica.  
 
1.3.2. Relevancia social  
Es relevante efectuar el presente trabajo, porque los hechos de violencia, 
deben ser atendidos de manera debida y prioritaria de parte del estado. 
Es así las mujeres sufren maltrato físico que podría terminar en un 
feminicidio; violencia psicológica que cada vez avanza cuantitativamente y 
omisión de sus deberes de padre para con los hijos. Lo que perjudica a la 
familia así como a la propia sociedad. 
 
1.3.3. Implicancias prácticas  
Con el presente trabajo lograremos establecer la vigencia de las medidas 
de protección y las medidas cautelares en la Ley N° 30364 y en el 
Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP, realizando una interpretación 
sistemática y teleológica de los dispositivos precitados. Pues se propone 
plantear una iniciativa legislativa que permita reformar los artículos antes 
señalados y poder facilitar su aplicación a los operadores de la justicia. 
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1.4.  DELIMITACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
En el presente trabajo, se pretende establecer la vigencia de las 
medidas de protección y las medidas cautelares dictadas por los 
Juzgados Civiles o sus equivalentes, toda vez de que a un existen 
vacíos normativos, por lo que los Fiscales Penales de Turno, los Jueces 
de Garantía, Jueces del Juzgado Penal Unipersonal y de Paz dejan sin 
efecto, dejando desamparado a las víctimas que se encuentran en 
estados vulnerables.  
 
1.5.   OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
1.5.1. Objetivo general 
Establecer la vigencia de las medidas de protección y las medidas 
cautelares en la Ley N° 30364 reglamentado mediante Decreto Supremo 
N° 009-2016-MIMP en el Perú e identificar los postulados de la teoría de 
la garantía procesal, siendo esta uno de las teorías constitucionales de los 
derechos fundamentales que permitan proponer la reforma del artículo 23 
y 40 de las citadas normas, para mejorar su efectividad. 
1.5.2. Objetivos específicos 
 Identificar la vigencia de las medidas de protección y medidas 
cautelares establecidos en la Ley N° 30364 y su reglamento a dos 
años en el Perú. 
 Describir la teoría de la garantía procesal, siendo esta una de las 
teorías constitucionales de los derechos fundamentales en el marco 
de la violencia contra las mujeres y a los integrantes del grupo 
familiar. 
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 Proponer proyecto de ley de reforma del artículo 23 de la Ley N° 
30364 y el articulo 40 del Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP, para 
garantizar la protección eficiente a las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar víctimas de violencia. 
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CAPÍTULO II 
MARCO TEÓRICO 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
Hecha las indagaciones en las bibliotecas de las Facultades de Ciencias 
Jurídicas y Políticas en las diferentes universidades del Departamento de 
Puno y Cusco, se ha encontrado investigaciones realizadas respecto al 
tema materia de la presente investigación, siendo los siguientes: 
 
a) Autora: Alcira Alcázar Linares y Lihotzky Mejía andia (2017), tesis 
para obtener el título de Abogado en la Universidad Andina de 
Cusco, Cusco - Perú, presentado en el año 2017, titulado “Eficacia 
de los mecanismos incorporados por la Ley N° 30364 para proteger 
a las mujeres víctimas de violencia análisis de expedientes en los 
Juzgados de Familia de Cusco diciembre -2015”. 
b) Autor: Miriam Marilia Condori Rojas (2016), tesis para obtener el 
título de Abogado en la Universidad Andina Néstor Cáceres 
Velásquez de Juliaca, Juliaca – Perú, presentado en el año 2016, 
titulado “Impacto de la Ley N° 30364 en el Centro de Emergencia 
Mujer Ilave enero-septiembre 2016”.   
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c) Autora: Pamela Yhosely Calisaya Yapuchura (2017), tesis para 
obtener el título de Abogado en la Universidad Nacional Altiplano 
de Puno, Perú - Puno, presentado en el año 2017, titulado “Análisis 
de la idoneidad de las medidas de protección dictadas a favor de 
las víctimas de violencia en el primer juzgado de familia de Puno, 
periodo noviembre del 2015 a noviembre de 2016, en el marco de 
la Ley 30364”.  
 
2.2.  BASES TEÓRICAS CIENTÍFICAS 
2.2.1. De las medidas de protección 
 2.2.1.1. Antecedentes históricos. 
A. Internacionales.  
En Ecuador 
Respecto a las medidas de protección en Ecuador se denomina medidas 
de amparo que se otorga en el contexto de violencia intrafamiliar, siendo 
las siguientes “otorgar a la mujer y a los miembros de la familia boletas de 
auxilio; de presentarse riesgo se ordena salida del culpable de la vivienda; 
prohibición del denunciado de acercarse en su estudio o trabajo a la 
agredida; prohibición de acceso del agresor a la víctima; prohibir que de 
manera directa, por intermedio de las terceras personas pueda generar 
intimidación o persecución a la víctima o algún clan de la familia; disponer 
que la víctima pueda reingresar disponiendo el retiro del agresor e 
imposibilitando que retire bienes de uso de la familia; la custodia de un 
menor se entrega a una persona idónea” (LEY N° 103, 1995, pág. Art. 13)  
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Costa Rica. 
A medida que vamos escudriñando los conceptos de violencia en el 
presente trabajo, esta vez nos topamos en esta herma país de Costa 
Rica, con violencia doméstica, en donde también se dispone similares 
medidas de protección, tal es así se tiene: “que el agresor salga de 
manera inmediata del domicilio común en donde además se puede utilizar 
la Policía Nacional; otorgarle a la agraviada otro domicilio al suyo; ordenar 
forzamiento cuando existe riesgo lo que se efectuara conforme a las 
normas penales; prohibición de uso y se introduzcan instrumentos que se 
puede utilizar para azuzar a la agraviada; decomisar las armas del 
presunto agresor; suspender la crianza de sus hijos e hijas cuando son 
menores de edad, prohibición de interferir en la crianza de sus hijos al 
agresor; en caso de violación sexual suspender al agresor de visitar a sus 
hijos; confiar de la guarda de los hijos a una persona responsable, cuando 
es menor de edad la víctima, discapacitado o mayores de sesenta años; 
prohibir al agresor que perturbe a los familiares; prohibir al presunto 
agresor a ingresar a su domicilio o centro de estudio y trabajo; disponer 
por concepto de prestación de alimentos y embargo momentáneo 
respecto sus bienes del agresor” (FIGUERES, 1996, pág. Art.03). 
 
Cabe precisar que estas medidas dictadas en este país, solo durará 
tres meses, desde el momento en que se ejecuta la disposición.  
En ese orden de ideas analizado estos antecedentes podemos 
afirmar que las medidas dictadas por los juzgados de estos países 
señalados precedentemente son muy parecidas con mínimas diferencias.  
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B. Nacionales 
Las medidas de protección a dictarse en nuestro país ha ido evolucionando, 
cabe precisar que en los 60 no se tomaba en cuenta los derechos de las 
mujeres hasta estaban privados de participar en la vida política, respecto a 
los otros derechos no se les tomaba en cuenta, de esta forma sus derechos 
esenciales de las mujeres, pero sin embargo posteriormente se tiene como 
antecedente Ley N° 26260 que estipula la Protección Frente a la Violencia. 
 
2.2.1.2. Concepto 
 
Conforme a la Ley N° 26260 su Art. 10, una vez recogido la solicitud y 
apreciado los hechos materia del proceso el fiscal podía dictar las medidas de 
manera inmediata acorde a la situación. 
 
Las medidas que podía dictarse en la vigencia de la anterior 
normatividad por parte del Ministerio Público eran los siguientes: “salida 
del agresor del domicilio, prohibición de acoso, prohibición de visitar e 
inventario de los enseres, con la finalidad de proteger a la víctima” (RUIZ, 
2011, pág. 84). 
 
En ese orden cabe precisar que la fiscalía de familia una vez 
formalizado la demanda tenía que poner en conocimiento del juzgado de 
familia.   
 
Viene a ser las decisiones adoptadas con la finalidad de amparar y 
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cautelar a sujetos que se encuentran exhibidas en peligro o amenazadas 
sobre su integridad físico, psicológico o moral que estén tutelados en la 
ley vigente. 
 
Cabe precisar que a la fecha se otorga de manera automática estas 
medidas desde el momento de la dación de la Ley N° 30364, se dictan 
con la finalidad de proteger a la agraviada su salud y sus bienes, por lo 
que los juzgados civiles hasta dictaban de manera automática las medias 
a su favor de la agraviada, además para que no pierda su efectividad en 
el tiempo estas deben requerirse en proceso aparte (CASTILLO J. E., 
2017, pág. 184). 
 
 Cabe señalar que con las medidas establecidas por el juzgado de 
familia se pretende cautelar sus bines de la agraviada y proteger a la 
víctima del presunto agresor. 
 
Se debe precisar también que los operadores de justicia entre ellos 
jueces y fiscales dictan las medidas para otorgarle las condiciones 
necesarias a la agraviada que le permitan desarrollarse de manera normal 
sus actividades sin peligro del agresor ello atendiendo a tres razones 
básicas necesidad, urgencia y peligro en la demora (CASTILLO J. E., 
2017, pág. 217) .  
 
De los conceptos antes descritos podemos concluir que las medidas 
decretadas por los jueces a cargo en contextos de violencia siempre 
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tienen como principal objetivo el de proteger a la presunta víctima de su 
victimario, otorgándole las condiciones necesarias respecto a su 
integridad física, psicológica y patrimonial. 
 
2.2.1.3. Importancia 
Al momento de dictarse en el contexto de violencia se tiene dos aspectos 
importantes: la recuperación que se propicia a través de una atención 
clínica para el agresor y la víctima, en el primer caso se propicia su 
rehabilitación y “la atención judicial otorgando la tutela necesaria a favor 
de la víctima atacando al agresor” (MATEUS, 2009, pág. 11). 
Claro está que con respecto a la víctima su importancia de las 
medidas de decretadas radica en que se propiciara su pronta 
recuperación a través de una atención psicológica, los daños sufridos 
producto de los hechos de violencia y asimismo su importancia también 
radica en que el juzgado competente dictara medidas para proteger su 
integridad física, psicológica y patrimonial de la víctima.  
 
2.2.1.4. Principios que sustentan 
Se tiene los siguientes principios: 
a)  Principio rebus sic stantibus (continuando, así las cosas) 
Radica su trascendental importancia en el sentido de que las medidas 
decretadas por el juzgado continuaran en caso de encontrarse vigentes 
las razones que originaron no sufren ninguna modificación; contrario 
sensu, “si las circunstancia han variado también las medidas deben 
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adecuarse a la nueva situación con la finalidad de no perjudicarle 
injustamente o innecesariamente los derechos del justiciable” (CASTILLO 
J. E., 2016, pág. 188). 
 
b) Principio instrumental 
Respeto a este principio debo de precisar, que las medidas decretadas 
por los juzgados civiles son instrumentales por lo que únicamente 
coadyuvan a la causa, por tanto tienen la característica de ser accesorio, 
es decir no pueden estar vigentes por sí mismas “generalmente  su 
vigencia concluye con la sentencia, extraordinariamente pueden quedar 
vigentes con la única intención de garantizar el cumplimiento de la 
sentencia” (CASTILLO J. E., 2016, pág. 188). 
 
Respecto a este principio debo de señalar que efectivamente las 
medidas decretadas en el contexto de violencia tienen vigencia hasta que 
se resuelva con una sentencia definitiva y excepcionalmente pueden 
ampliarse.  
 
c) Principio de temporalidad 
Este principio precisa que las medidas decretadas por el A quo, no puede 
ser de manera indefinida, de ser así constituiría una pena o sanción 
perpetua, vulnerando sus derechos del justiciable, en todo caso toda 
medida de protección “debe tener la característica de ser definida y por 
ninguna razón indefinida, es decir su efectividad debe ser restringida” 
(CASTILLO J. E., 2016, pág. 188).  
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Claro está entonces su vigencia de las medidas de protección 
decretadas por el A quo debe tener un tiempo determinado y no 
indeterminado, de lo contrario condenaría al justiciable de manera 
perpetua causándole agravio a este.  
 
d) Principio de proporcionalidad 
En este caso está estrechamente vinculado al principio de razonabilidad, 
es decir las medidas decretadas por el juzgado debe acorde a los hechos 
materia del proceso, es decir no se puede disponer el retiro del agresor 
cuando únicamente existe maltrato psicológico o contrario sensu cuando 
exista 09 días de incapacidad médico legal y 04 días de atención 
facultativo que el juzgado disponga únicamente terapia psicológica para el 
agresor, de esta manera dejando desamparado a la víctima, en todo caso 
se debe plantear como “razonamiento de justicia, concretizando mediante 
resolución lo justo evitando cualquier exceso” (CASTILLO J. E., 2016, 
pág. 188).  
 
2.2.1.5. Presupuestos de admisibilidad de las medidas de protección 
Respecto a los presupuestos que se requieren para dictar medidas de 
protección son los siguientes: 
 
a) Verosimilitud de la denuncia 
Castillo (2017) afirma: 
En el presente caso, sin haber efectuado indagación alguna, ni 
mucho menos haber recabado pruebas se apunta a preservar el 
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futuro de las víctimas de violencia con el único objetivo de brindar 
protección a la víctima, cabe precisar que lo antes prescrito es una 
herramienta procesal protectora. (p.222) 
 
b) Peligro en la demora 
El problema habitual de las denuncias por violencia viene a ser la 
demora por los miembros de la Policía Nacional del Perú, que 
normalmente no derivan los actuados al juzgado civil en 24 horas 
como lo señala la ley materia del presente trabajo, a lo que se suma 
la demora en el poder judicial, pero sin embargo con este principio 
no se refiere específicamente a lo señalado precedentemente que 
viene a ser periculum in mora, que viene a ser el perjuicio genérico 
del perjuicio jurídico, sino se refiere a “periculum in damnun – peligro 
fundado en su repetición delictiva, es decir riesgo en su reiteración 
delictiva hasta podemos señalar de un peligro de un perjuicio mayor 
al hecho anterior” (CASTILLO J. E., 2016, pág. 223). 
 
En todo caso cabe la redundancia que cada ciclo de violencia 
es distinto con el principio en comentario se pretende evitar su 
reiteración de los hechos de violencia.  
 
c) Causación o contra cautela 
En este tipo de casos solicitar un monto de dinero como una 
cuestión de garantía, pensando que la agraviada denuncia 
falsamente devendría en excesivo y vulneraria el enfoque protector. 
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  “Es así, que la no causación se refiere que teniendo la 
característica de rapidez del pedido de las medidas de protección 
decretadas por el juez de la causa no requieren de caución” 
(CASTILLO J. E., 2017, pág. 225).  
 
2.2.1.6. Características 
a) Provisionalidad y mutabilidad 
Siendo esta una de las características más importante de la ley de 
violencia familiar, es el de provisionalidad y mutabilidad, lo que 
permite que, al pasar el tiempo cambien las circunstancias fácticas 
tenidas en cuenta para su dictado, las mismas se modifiquen o dejen 
sin efecto según corresponda.  
 
b) Inmediatez 
“Siendo otra de sus características, es así lo que se prende es su 
efectividad sumado a una rápida atención con criterio de libertad 
estando dentro de los alcances de la ley” (CASTILLO J. E., 2017, pág. 
225) 
 
c) No tiene carácter limitativo 
“Siendo también una de sus características, precisamente está 
referido a que no se tiene restricciones de alguna índoles, ello con la 
intención de brindarle una respuesta concreta brindando protección a 
la presunta víctima”  (CASTILLO J. E., 2017, pág. 225) 
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d) No se le asigna formalidad restringida 
 “Esta característica se debe ya que no se tiene a la vista una 
formalidad prevista para el trámite del presente proceso, señalando 
solo una: que se pongan en conocimiento por parte del PNP al juez 
de familia”. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 225) 
 
e) Son potestativas 
 “Significa que las medidas para salvaguardar a la víctima pueden ser 
requeridas por esta o también pueden ser decretadas por el A quo de 
oficio, ello estando al amparo de la Ley 30364” (CASTILLO J. E., 
2017, pág. 226). 
 
f) Es tuitiva 
 “consiste en brindar y garantizar a la víctima su protección integral, 
dejando a salvo cualquier tipo de vulneración de sus derechos de este 
en contexto de violencia” (CASTILLO J. E., 2017, pág. 226). 
 
g) Es urgente 
En el presente caso no se puede dilatar en proceso de atención que 
el estado brinda a la víctima de violencia a través de sus instituciones 
estatales implementados al interior del país, por tanto esta 
característica “significa que el pedido de la víctima debe ser atendida 
de manera inmediata, toda vez de que existe riesgo de que pueda 
sufrir daño inminente e irremediable” (CASTILLO J. E., 2017, pág. 
226).    
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Es así el juzgado de familia en cumplimiento de los dispositivos 
previstos en esta materia debe actuar de manera rápida, oportuna y 
adecuada con la finalidad de hacer respetar los derechos de la 
víctima. 
 
h) Es temporal 
“Las medidas decretadas por el A quo, respecto a su vigencia, 
debe extenderse durante el tiempo que permanezca los hechos de 
violencia hasta que esta cese por completo” (CASTILLO J. E., 2017, 
pág. 226)   
 
i) Es variable 
 “Las medidas decretadas por el A quo a requerimiento de la 
víctima se puede ampliar, variar, etc., ello para garantizar su 
protección de este” (CASTILLO J. E., 2017, pág. 226) 
 
j) Razonabilidad y proporcionalidad 
  “En este caso el A quo o el responsable de resolver deberá 
observar dos derechos constitucionales entre ellos el de proteger y 
restringir, es decir cuando se trata de hechos de violencia” 
(CASTILLO J. E., 2017, pág. 226) 
 
2.2.1.7. Medidas de protección en la Ley N° 30364 
Conforme se tiene del artículo 22 de la Ley en comentario señala son 
varios las medidas de protección a dictarse una vez denunciado un hecho 
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de violencia y son los siguientes: “su retiro, prohibición de comunicación 
por todos los medios existentes, su limitación para acercarse a la 
agraviada, limitación de tenencia de armas de ser necesario, inventario de 
bienes y cualquier otra medida destinado a brindar protección a la víctima 
o su familia” (CASTILLO J. E., 2016, pág. 182).   
Cabe precisar que las limitaciones son decretadas por el A quo en 
contra del denunciado, con el afán de brindar protección de manera 
inmediata a la parte agraviada.  
 
2.2.1.8. Medidas de protección en el Reglamento de la Ley N° 30364 
aprobado mediante Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP  
Del artículo 37 se desprende las medidas a decretarse en contexto de 
violencia; este dispositivo precisa que se tiene que tomar en cuenta ficha 
de valoración de riesgo, relación que tiene el denunciado con la 
agraviada, sus edades de ambos, su situación socioeconómica, entre 
otros aspectos que demuestren su vulnerabilidad, es decir el juez del caso 
optara por un criterio más idóneo para el bienestar y seguridad de la 
víctima. 
 
Cebe precisar que estas medidas a dictarse deben ser eficaces y 
céleres, caso contrario generan responsabilidad funcional a los 
responsables. 
 
En la norma en comentario se adiciona al artículo 22 de la Ley N° 
30364 los siguientes: “se limita al agresor a trasladar niños, se limita su 
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acercamiento a 300 metros a la agraviada, esta misma distancia  a su 
centro de estudio o trabajo, se limita disponer bienes de la familia y se 
deja a su potestad del A quo para que decrete otras a favor de la parte 
agraviada” (DEL AGUILLA, 2017, pág. 111). 
 
Cabe aclarar que cada una de las medidas antes descritas son 
decretadas por el A quo a favor de la agraviada, además cabe precisar 
que las medidas descritas precedentemente son adicionados por el 
reglamento a la ley materia del presente trabajo. 
 
      Lo resuelto respecto a las medidas antes señaladas no paraliza la 
adopción de procedimientos administrativos en las instancias sectoriales 
instituidas. Entonces del reglamento de la ley se advierte que no son las 
únicas las medidas que puede decretar el juzgado, es decir las señaladas 
en la ley, sino el juez tiene esa facultad de adicionar con la única 
condición de que brinden protección a la víctima y a sus familiares.  
2.2.1.9. De las medidas cautelares 
2.2.1.9.1. Antecedentes históricos de las medidas cautelares. 
a) Internacionales. - Se tienen los siguientes: 
En Chile 
Unidad de violencia familiar intrafamiliar chile acoge (2007) se afirma: 
Por otro lado, la Ley 19.968, se refiere a la creación de los 
Tribunales de Familia y además señala que en contextos de violencia 
sebe otorgarse en calidad de medida cautelar prestación de alimentos a 
favor de la parte agraviada, precisando que se debe auxiliar con lo 
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descrito precedentemente a los que se encuentran en las casas de 
acogida. (p. 99) 
 
Argentina 
En Argentina se tiene previsto literalmente respecto a las medidas 
cautelares que tiene que otorgar el juez en procesos de violencia familiar 
y estas son las siguientes: “ exclusión del denunciado del domicilio donde 
habita el grupo familiar; prohibición de agresor de ingresar al domicilio, a 
su centro laboral y estudio de la victimas del agresor; reintegro de la 
víctima al domicilio familiar con excepción del agresor y prestación de 
alimentos, tenencia y la comunicación del agresor con los hijos”  
(ARGENTINA, 1994, pág. 1) 
 
Debo precisar que en el hermano país de argentina el juzgador tiene 
la facultad de disponer la duración de la medida acorde a los 
antecedentes de la causa materia del proceso.  
 
b) Nacionales 
“En nuestro país es posible solicitar asignación anticipada de alimentos, 
toda vez de que encontramos amparo legal en el artículo 635 del Código 
Procesal Civil, para ello se encuentra habilitado para conocerlo el 
Juzgado de Familia, este último deberá tramitar fuera del proceso. El 
requerimiento descrito precedentemente será otorgado sin contra cautela” 
(RUIZ, 2011, pág. 84). 
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2.2.1.9.2. Origen.  
Revisado la bibliografía respecto al origen de la medida cautelar se tiene: 
que cautelar proviene del latín cautela, es un verbo transitivo, que 
significa “prevenir, precaver”, y cautela del latín cautela, de catus, cauto 
“precaución y reserva con que se procede”. Se dice de cautelar, adjetivo 
derivado de preventivo, precautorio. Dícese de las medidas o reglas para 
prevenir la consecución de determinado fin o precaver lo que pueda 
dificultarlo.  
 
 Este tema tiene trascendental importancia por tener la finalidad de 
asegurar el resultado, es así “las medidas cautelares aseguran la eficacia 
de la sentencia que se va dictar a futuro dentro del proceso principal, es 
decir viene a ser como un instrumento indispensable del principio de 
efectividad de la legitimidad del órgano que resuelve y ordenamiento 
jurídico” (YAYA, 2014, pág. 32) 
 
2.2.1.9.3. Concepto 
Ruiz (2007) afirma: “la medida cautelar, tiene una característica de ser 
variable, por ser peculiar de cada uno de los procesos, cabe precisar que 
es una disposición judicial positiva ejecutada” (p. 27). 
 
Otra concepción se tiene en el siguiente sentido, que viene a ser una 
institución en donde a solicitud de una parte procesal tiene que asegurar 
su cumplimiento de la sentencia a dictarse posteriormente en el proceso, 
de esta forma anticipando algunos de los efectos del fallo final, cabe 
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precisar que debe existir la verosimilitud del derecho invocado y el peligro 
de la demora, de esta forma no pudiendo reintegrar la totalidad de su 
derecho a la parte vencedora en el proceso” (HIDALGO, 2015, pág. 639).  
 
Es aquella disposición judicial que tiene la finalidad de brindar 
seguridad a la resolución final, cuando se tenga la apariencia de un buen 
derecho y peligro en la demora. Su función, por lo tanto, es 
eminentemente aseguradora o preventiva, de esta forma brindando 
garantía a la parte vencedora en el marco de los derechos 
constitucionales. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 260). 
 
De lo señalado precedentemente se puede concluir que es una 
institución procesal que comprende la tutela de un requerimiento por parte 
del A quo, con los que se busca garantizar el resultado final. Se 
materializa a través de ejecuciones anticipadas del requerimiento 
principal. 
 
2.2.1.9.4. Objeto 
 
El objeto viene a ser el de evitar la desaparición de los bienes del deudor 
y sea ficticia la obligación reclamada en el proceso, cumpliendo de esa 
manera la calidad de prenda general a favor de los acreedores. 
(CASTILLO J. E., 2016, pág. 589). 
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2.2.1.9.5. Finalidad 
Respecto a su finalidad tenemos la primera aproximación, precisando que 
no tenemos de manera explícita en nuestra norma adjetiva civil; pero sin 
embargo, el artículo 608 del CPC en su párrafo final prescribe, que la 
finalidad viene a ser asegurar el cumplimiento de la resolución final; en 
otras normativas se utilizan otros conceptos, tales como impedir un daño 
irreparable, asegurar la cumplimiento de la sentencia. (ARIANO, 2014, 
pág. 24).  
 
La finalidad principal de las medidas cautelares de manera general 
viene a ser hacer posible que la tutela jurisdiccional se haga efectivo de 
modo regular, neutralizando los peligros o riesgos derivados por la 
duración del proceso; la medida cautelar es en consecuencia, una 
herramienta que asegura la seguridad de cualquier tipo de pretensión de 
cognición, sea esta declarativa, de condena o constitutiva y además 
pretende asegurar la posibilidad de una futura ejecución, imponiendo la 
decisión estatal a quien deba cumplirla en su momento y caso. (YAYA, 
2014, pág. 34) 
 
2.2.1.9.6. Características 
La medida cautelar tiene las siguientes características comunes o 
generales que a continuación desarrollaremos: 
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a) Instrumentalidad. - Viene a ser el rasgo más importante derecho 
procesal. 
       Es preciso señalar que “este principio ilustra la relación que 
hay que establecer : cuál es el medio y cuál es el fin;  cabe recordar 
cuando se habla de instrumentalizad de la medida cautelar, el medio 
es la medida cautelar, el fin es la efectiva tutela de fondo de la 
pretensión planteada en el proceso, la que se lograra en su proceso 
de cognición o ejecución, por tanto la medida cautelar es instrumental, 
desde el momento que constituye un mecanismo para que se haga 
efectivo el amparo de fondo, por hechos y circunstancias que no se 
pueden prever de manera inmediato y que pueden verse afectado por 
el paso del tiempo” (YAYA, 2014, pág. 43). 
 
b) Provisionalidad 
Respecto a este principio debo de señalar que estas medidas no 
perduran en el tiempo, sino se caracterizan por ser temporales, 
además cabe precisar que corren la misma suerte de la decisión de 
fondo de la Litis es decir cuando resulta favorable esta refunde y 
cuando la decisión final es desfavorable desaparece 
automáticamente. (YAYA, 2014, pág. 41). 
 
En todo caso claro está, que, cuando se tiene una decisión 
favorable del A quo de un requerimiento cautelar no perdurará en el 
tiempo, sino es una decisión producto de una apreciación del 
momento del que resuelve.  
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c) Flexibilidad 
Revisado el artículo 617 de nuestra normativa adjetiva civil, señala, 
que es posible solicitar en cualquier etapa del proceso, es decir se 
puede modificar su forma, variando los bienes o el monto sobre los 
que recae, sustituyendo al órgano de auxilio judicial, cabe precisar 
que el pedido de variación se resuelve previa citación a la otra parte y 
siendo apelable esta decisión del juez; cabe recalcar que no solo 
únicamente se puede variar su modo, sino también es posible 
presentar el requerimiento cautelar, antes, durante y después del 
proceso, es decir una vez finalizado, en cuyo caso suelen llamarse 
medidas de ejecución. (YAYA, 2014, pág. 46). 
 
d) Prejuzgamiento 
El operador al dictar esta medida cautelar lamentablemente adelanta 
opinión, juicio o criterio sobre un caso en concreto, puesto a 
consideración de una autoridad competente; “sin embargo cabe 
precisar que el juzgador mantenga independencia interna y externa, y 
manifieste su posición final sobre la controversia y no antes de esta 
etapa procesal, recordemos tiene su excepción en materia cautelar, 
en donde el juzgador debe evaluar la verosimilitud del derecho 
invocado, el juez, de algún modo adelanta posición sobre pretensión 
puesta a consideración, razonando a favor o en contra de otorgarle 
protección cautelar, que garantice la ejecución efectiva de la 
sentencia futura, en función al convencimiento inicial que ha asumido 
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sobre la pretensión planteada o por plantearse en la demanda 
principal” (YAYA, 2014, pág. 37) 
 
2.2.1.9.7. Competencia 
Sobre la competencia, el artículo 608 de la norma adjetiva civil indica 
quien tiene competencia viene a ser el A quo que resolverá la demanda, 
con lo que queda claro que el Magistrado que debe conocer de la solicitud 
cautelar, es aquel que conoce o conocerá el proceso principal, 
ratificándose la característica de instrumentalidad, típica en aquellos 
procesos, y la lógica que encontramos en el hecho que el juez que 
conoce la causa principal, es el habilitado para analizar y resolver los 
pedidos cautelares que pretendan asegurar la ejecución del fallo que 
puede dictarse en aquel. (YAYA, 2014, pág. 76). 
 
Habiendo señalado concepto de competencia de manera genérica, 
cabe precisar o aproximar en concepto de competencia en un proceso por 
violencia familiar materia del presente trabajo, vamos a encontrar al Juez 
de Familia quien se encuentra habilitado para decretar medidas, para 
proteger a la víctima y en los lugares donde no se cuenta con un juzgado 
especializado resuelven los Juzgados Mixtos, cabe precisar que las 
medidas se dictan en audiencia ya sean de protección o cautelares, todo 
ello con la finalidad de proteger a la víctima. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 
261).  
 
Cabe aclarar que las medidas tanto cautelares como de protección 
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se resuelve en audiencia si es leve, pero debido a las circunstancias la 
agraviada se encuentra en riesgo severo se dictan de manera automática.  
 
2.2.1.9.8. Estructura del proceso cautelar 
Respecto a la estructura de esta medida la encontramos en los artículos 
608 y siguientes de la norma adjetiva, iniciándose con el Juez competente 
para conocer de la solicitud cautelar, la oportunidad de su presentación y 
finalidad, hasta la ejecución, pasando por la solicitud, el contenido de la 
decisión cautelar y los casos especiales de procedencia e improcedencia, 
entre otros. (YAYA, 2014, pág. 75). 
 
2.2.1.9.9. Oportunidad 
En relación a la oportunidad para solicitar una medida cautelar, el artículo 
608 de la norma adjetiva civil, regula que el A quo puede otorgar antes de 
iniciado el proceso o dentro de este, mientras que no haya una 
disposición contraria en la norma antes citada. De ello tenemos que 
legislativamente son dos los momentos en los cuales el pretensor puede 
solicitarse antes de iniciar el proceso o dentro del mismo, entendiéndose 
como dentro del mismo cuando ya se tiene un proceso abierto o, lo que 
es lo mismo, cuando la demanda principal a merecido calificación positiva 
por el Juez, dictándose el respectivo auto admisorio. (YAYA, 2014, pág. 
80).  
 
Cabe precisar conforme se tiene del artículo 16 de la Ley N° 30364 
las medidas cautelares se dictan dentro de las 72 horas de recibido los 
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actuados de la denuncia de la PNP., en una audiencia oral, es decir 
conjuntamente que las medidas de protección en auxilio de la agraviada.  
 
2.2.1.9.10. Requisitos 
Respecto a los requisitos se tiene del artículo 610 de la norma adjetiva 
civil, para solicitar medida cautelar son los siguientes: a) fundamentar la 
pretensión; b) mencionar la forma de la medida cautelar; c) indicar si fuere 
el caso, los bines sobre los que debe recaer la medida y el monto de su 
afectación; d) ofrecer contra cautela y e) mencionar al órgano 
competente, si fuere el caso, adjuntar copia legalizada de DNI de tratarse 
de una persona natural. (YAYA, 2014, pág. 83).  
 
Cabe precisar que el que mayor importancia viene a ser el de 
fundamentar bien el requerimiento de medida cautelar; y con respecto a la 
violencia familiar no es necesario hacer deposito por concepto de contra 
cautela.  
 
Asimismo Advirtiéndose, por su parte, el artículo 39 del 
Reglamento, que, el Juez de familia las debe dictar conforme a los 
requerimientos previstos en el artículo 611 del CPC; ello significa: 1) debe 
apreciarse la existencia de la verosimilitud del derecho, lo que quiere decir 
que se considera lo aparente, o mejor dicho, la probable existencia de un 
derecho;  2) Se analiza la necesidad de emitir una decisión, 
principalmente por la demora; y, 3) la medida sea razonable. (ORÉ, 2016, 
pág. 227). 
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2.2.1.9.11. Importancia.  
Desde el punto de vista de los derechos humanos su importancia radica, 
toda vez que viene hacer una herramienta que sirve para proteger 
muchos derechos de las personas en cualquier parte del mundo.  
(LEGAL, 2011, pág. 2).  
 
En el tema materia de investigación la importancia de la medida 
cautelar radica en lograr tutela de manera inmediata conjuntamente a las 
medidas de protección, respecto a la prestación de alimentos, tenencia de 
los hijos y otros, que posteriormente serán demandados vía regular por la 
víctima.  
 
Señala que esta medida viene a ser un adelanto respecto a los 
efectos de la resolución final, toda vez de que a la parte vencedora de no 
otorgarse se podría ocasionar un daño grave hasta esperar el fallo, en 
ese orden de ideas al dictarse con demasía demora la sentencia 
carecería de eficacia, por tanto le causaría a la parte vencedora o a aquel 
que tiene derechos un perjuicio irreparable. (Rey, 2006, p.131). 
 
2.2.1.9.12. Medidas cautelares en la Ley N° 30364. 
Respecto a estas medidas se tiene de la norma precitada en su artículo 
16 que señala: que las medidas en desarrollo son otorgados a 
requerimiento de la parte agraviada o de oficio por el A quo, lo que deberá 
resolverse en audiencia, cabe precisar para ilustrar un tanto que estas 
medidas se dictan dentro de las setenta y dos horas de recibo los 
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actuados de la Policía Nacional del Perú. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 
260).  
Cabe precisar que la medida vasto conocido viene a ser el de 
prestación de alimentos, los otros pocas veces se solicitan por parte de la 
agraviada, porque la intención de ellas es recuperar su familia una vez 
cumplido las terapias decretadas por el A quo.  
 
2.2.1.9.13. Medidas cautelares en el Reglamento de la Ley N° 
30364 aprobado mediante D.S. N° 009-2016-MIMP 
Se desprende del artículo 39.1., en donde se advierte que el Juzgado de 
Civil de Familia decreta a pedido de la parte agraviada o de oficio, 
previamente cumpliendo lo previsto en el artículo 611 de la norma adjetiva 
civil.  
 
De la misma forma aparece también en el artículo 39.2., del 
dispositivo antes descrito, que el A quo deberá informar a la parte 
agraviada quien es beneficiada con la medida, respecto a su temporalidad 
de esta y ella puede acudir al Juez competente para obtener un resultado 
favorable de fondo con el acompañamiento de un abogado gratuito del 
Estado. (Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP, 2016, Art. 39) 
 
2.2.1.9.14. Clasificación 
Los establecidos en la Ley N°30364 se clasifican de la siguiente forma: 
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a. Alimentos 
La novedad de la Ley N° 30364 viene a ser la prestación de alimentos, 
en calidad de medida cautelar en un contexto de violencia, que 
comprende gastos ordinarios y extraordinarios; siendo los primeros 
relacionados a su alimentación, vestuario y habitación y los gastos 
extraordinarios se refieren a los necesidades que no son considerados 
primordiales y estas son: asistencia médica, compra de medicamentos, 
atenciones quirúrgicas, internación, etc., y otros gastos. (CASTILLO M. 
, 2014, pág. 543). 
 
       Conceptualizando la prestación de alimentos. Miranda (2014) 
afirma: “cuando el beneficiario es menor edad comprende también su 
educación para el trabajo, asimismo por alimentos debe entenderse lo 
necesario para su sustento, es decir habitación, vestuario acorde a las 
capacidades de la familia” (P. 353). 
 
      Entonces, cabe precisar que la prestación de alimentos va mucho 
más allá, únicamente de lo necesario para su subsistencia, es decir 
aquellos aspectos que le van a ayudar a que el alimentista se 
desarrolle de manera integral, cabe precisar que el menor se debe 
desarrollarse en todos sus aspectos. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 264).  
 
b. Régimen de visitas 
Respecto al régimen de visitas en el contexto de violencia familiar se 
debe tomar en cuenta el comportamiento del agresor con el menor por 
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ninguna razón se debe vulnerar su normal desarrollo, cabe precisar 
que se tiene dentro de los más conocidos dos formas, siendo la más 
utilizada el de régimen abierto y esto significa que uno de los padres, 
específicamente quien no tiene la tenencia del menor está habilitado 
para sacarlo su hijo del lugar donde vive este, en el día del padre, el 
día de descanso que tiene a la semana, año nuevo o navidad, etc.; 
cosa distinta respecto al régimen limitado, toda vez de que el padre que 
no tiene la tenencia de manera excepcional por su minoría de edad, 
que no pueden desplazarse o tomar sus alimentos de manera 
independiente; asimismo que exista riesgo fundado respecto al menor, 
solo en estos casos el que no tiene tenencia efectuara visitas 
domiciliarias previa supervisión. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 268).  
Conforme se desprende dela artículo 88 del Código de los Niños y 
adolescentes, este régimen debe permitir la buena relación entre 
hermanos, del hijo con la madre y este con el hijo; con la finalidad de 
promover la relación de la madre con este, tomando en cuenta siempre 
la opinión del menor, el principio de interés superior del niño, 
promoviendo su relación filial. (TORRES, 2018, pág. 560)   
 
c. Tenencia 
Revisado los conceptos de tenencia encontramos una concepción en el 
artículo 81 del Código de los Niños y adolescentes, en donde se 
señala, que el A quo especializado debe tomar en cuenta al momento 
de otorgar la tenencia de menor el principio de interés superior de los 
menores, en donde al momento de otorgar la tenencia a uno de los 
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padres, esto procede cuando no ha existido acuerdo de los padres 
respecto al tema en comentario, el A quo también podrá decretar 
medidas a efectos de que se cumpla y si es posible tenencia 
compartida; además se debe aclarar cuando existe separación de 
hecho de los padres la tenencia se efectúa común acuerdo entre los 
padres tomando en cuenta su parecer de los menores. (TORRES, 
2018, pág. 553). 
 
Cabe precisar al momento de determinar la tenencia no se toma en 
cuenta los intereses de los padres, sino se tiene que tomar en cuenta 
aquellos factores que transgreden en el normal desarrollo, mental y 
física del menor, ello tomando en cuenta el principio de interés superior 
del niño.  
 
      También se puede afirmar que cuando los padres se encuentren 
separados la tenencia se determinara común acuerdo con la 
participación de los menores y los padres, sin embargo cuando no 
exista acuerdo entre los padres o habiendo acuerdo de estos sea 
perjudicial para estos, deberá determinar un A quo especializado en la 
materia, decretando además lo requerido para su cumplimiento; es más 
cabe aclarar el tema en comentario en el presente trabajo es más 
destacado en Derecho de Familia. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 270)  
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d. Suspensión o extinción de patria potestad 
Cabe señalar que aquí los derechos adquiridos y los deberes 
adquiridos en calidad de padres desaparecen o se paralizan, es decir 
los derechos y deberes que los padres tenían desde su nacimiento 
desaparecen, conforme se tiene en el artículo 470 de la norma adjetiva 
civil. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 274) 
 
Las razones por las cuales procede conforme lo prescribe el 
artículo 75 del Condigo de los Niños y Adolescentes son: a) Cuando el 
juez dispone la interdicción de los padres generado por causas de 
naturaleza civil; b) cuando el juzgado decreta ausencia de los padres; 
c) cuando los padres le dan ordenes, concejos o ejemplos que los 
corrompan; d) cuando los padres permiten la holgazanería o dedicarlos 
a la mendicidad; e) cuando los padres y las madres maltratan física o 
mentalmente; f) cuando los padres no quieren prestar alimentos; g) por 
separación o divorcio de los padres, o nulidad del matrimonio; h) por 
haberse abierto proceso penal en contra de los padres, por delito en 
agravio de sus hijos o por cualquiera de los delitos señala 
taxativamente nuestra norma adjetiva penal i) cuando el juzgado 
declara desprotección familiar temporal a un menor.  (CASTILLO J. E., 
2017, pág. 276). 
 
Cabe precisar que patria potestad también se suspende de 
acuerdo al artículo 466 del Código Procesal Civil, por las siguientes 
razones: declaratoria de interdicción de los padres declarado en el 
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proceso civil; por ausencia judicial declarado de los padres, cuando se 
demuestre que los padres se encuentran imposibilitados de hecho para 
desplegar.  
 
La patria potestad se extingue o pierde: 
Las razones encontramos en el artículo 77 del Condigo de los 
Niños y Adolescentes, y vienen a ser los siguientes: a) por el 
fallecimiento del hijo o de los padres; b) cuando el menor cumple sus 
dieciocho años; c) cuando el poder judicial declara mediante resolución 
desprotección familiar; d) cuando los padres son sentenciados de 
manera condenatoria en agravio de sus hijos o por la comisión de los 
delitos literalmente establecidos en los tipos penales de nuestra norma 
adjetiva penal; f) por reincidir en las causales estipulados en los incisos 
c), d), e) y f) del artículo 75; y g) por desaparecer la incapacidad del 
menor, como se señala en el artículo 46 de la norma adjetiva civil. 
(CASTILLO J. E., 2017, pág. 277).  
 
e. Liquidación y Régimen patrimonial 
Sabemos muy bien que la palabra latino liquidare significa dar termino 
a un caso o a las acciones que efectúa una sociedad. En ese orden de 
ideas en el contexto de violencia viene a ser efectuar un ajuste del 
patrimonio familiar respecto al saldo y las deudas y la cantidad que le 
corresponde a cada uno de los cónyuges en el marco del principio de 
legalidad. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 278). 
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El proceso de liquidación se inicia con la relación de los bienes 
de la familia conyugal valorizando cada uno de ellos, ya sea los bienes 
propios como los bienes sociales.  
 
2.2.2. Aspectos fundamentales de la Ley N° 30364 
2.2.2.1. Objeto de la Ley 
Debido a la caída del respeto y la cordialidad en la interrelación familiar lo 
que incrementa actos de violencia en nuestro país, por tanto respecto al 
objeto encontramos en el artículo 1 de la Ley N° 30364, que señala lo 
siguiente: prevenir, erradicar y sancionar los hechos de violencia que se 
susciten en lugar privado o público ya sea en contra de cada una de las 
mujeres por su condición de tales y también en contra de los miembros 
del clan familiar, dando prioridad a los ancianos y niños por encontrarse 
en un estado vulnerable. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 30). 
 
Como se puede advertir, la ley en comentario está dirigido a 
poblaciones vulnerables principalmente a los ancianos, niños y mujeres, 
por lo que se tiene políticas de estado, respecto a la atención, protección 
y prevención a las agraviadas, así como la resocialización del agresor, su 
pago por concepto de reparación civil; todo ello con la única intención de 
asegurar una vida libre de violencia a las mujeres quienes ejerzan de 
manera libre sus derechos.   (DEL AGUILLA, 2017, pág. 30).  
 
39 
2.2.2.2. Ámbito de aplicación de la Ley 
Respecto a ello se tiene del artículo 4° de la norma en comentario, en 
donde se precisa que esta norma abarca hechos de violencia de todo tipo 
perpetrados en agravio de las mujeres por su condición de tal y en 
agravio de los integrantes del clan familiar.  
 
2.2.2.3. Definición de violencia contra las mujeres 
 
Una definición exacta se tiene en el artículo 5 de la ley en comentario que 
nos señala que viene a ser una conducta o acción que le cause daño a la 
agraviada o que le cause muerte o sufrimiento físico, sexual y psicológico 
a este  A. La que se genera dentro de la familia o en relaciones 
interpersonales en dónde han compartido o parten el domicilio con la 
agraviada. En el caso en comentario comprende: violación sexual, 
maltrato físico y psicológico; B. Asimismo en la norma en comentos se 
indica: la que tenga lugar los hechos de acoso, prostitución forzada, trata 
de personas, secuestro, que habitualmente son registrado en la 
jurisdicción de la comunidad, quedando en muchas ocasiones sin ninguna 
sanción a los autores. C. Finalmente debemos precisar que también se 
configura la que sea cometida por el personal en calidad de agente del 
estado, sin importar el lugar de ocurrencia de los hechos. (DEL AGUILLA, 
2017, pág. 44). 
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2.2.2.4.  Concepto de violencia contra los integrantes del grupo 
familiar 
Se concibe en calidad de violencia aquellos hechos que generan uno de 
los integrantes del clan familiar ya sea por una acción o conducta que le 
pueda causarle muerte, daño o consternación de manera física, sexual o 
psicológica, aprovechándose por uno de ellos de la confianza y poder 
para cometer estos hechos.  (DEL AGUILLA, 2017, pág. 46). 
 
Que de hecho perjudican el normal desenvolvimiento de los 
integrantes del clan familiar tanto de manera personal, como en equipo, 
así como también perjudican a la sociedad en su conjunto.   
 
Cabe señalar que principalmente se prioriza los menores de edad, 
adultos mayores y personas con algunas limitaciones, es decir a los 
integrantes de la familia que se encuentren en estados vulnerables. 
 
2.2.2.5.  Tipos de violencia 
Se tiene cuatro tipos en la ley en comentario y análisis y estas son: 
a)  Violencia física 
En este caso implica herida en el cuerpo, aunque no siempre va ser 
perceptible, pero sin embargo es probable que se encuentre hematomas, 
equimosis laceraciones, luxaciones, lesiones en órganos internos, 
hemorragias, abortos hasta la muerte y otros, en la parte física del 
agraviado; pero sin embargo en el artículo 8 de la Ley N° 30364 se indica 
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que viene a ser aquellas acciones o conductas, que le van a causar daño 
en el aspecto físico o la salud. También se toma como maltrato lo que se 
ocasiona por negligencia, por descuido por privar las necesidades básicas 
que causen daño físico o que pueden llegar a causarle, sin importar el 
tiempo que requerirá la agraviada para su recuperación. (CASTILLO J. E., 
2016, pág. 61). 
 
b) Violencia psicológica 
La norma materia del presente trabajo de investigación ha tomado en 
cuenta aquellas conductas que son utilizadas para controlar así como 
aislar a la parte agraviada sin respetar su libre consentimiento o su 
voluntad, generándole daño o afectación psicológica con hechos de 
violencia; consistiendo el primero en varias situaciones de violencia que 
desencadenan en algunas alteraciones mentales o algunas capacidades 
de una persona, que las mismas pueden ser irreversibles o reversibles 
dependiendo la gravedad de cada uno de los hechos. (CASTILLO J. E., 
2016, pág. 61). 
Recordemos que estos actos negativos del agresor pretenden 
minimizar la autoestima y dignidad de la víctima, ya sea por celos, 
amenazas de divorcio, insultos o amenazas verbales, etc.  
 
c) Violencia sexual 
Este tipo de violencia por mucho tiempo no ha sido denunciado por parte 
de las víctimas, en muchas ocasiones hasta los propios padres han 
abusado de sus hijas y los docentes a sus alumnas, este último 
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principalmente en zonas alejadas; a efectos de definición son acciones de 
naturaleza sexual son aquellas que se realizan en contra de su voluntad 
de la agraviada, cuando se trata de personas mayores y sin importar su 
voluntad cuando es menor de edad, cabe precisar que no necesariamente 
se requiere una penetración de un miembro viril, sino basta comportarse 
de manera negativa conforme se encuentra tipificado en la norma 
sustantiva penal. (CASTILLO J. E., 2016, pág. 61).  
 
 Asimismo, la exposición de materiales pornográficos se considera 
se consideran también violencia sexual, toda vez de que no permiten el 
normal desarrollo de su sexualidad de la víctima, por intermedio de 
coerción, amenazas, uso de la fuerza o intimidación. Recordemos que de 
las menores de edad se protege su indemnidad sexual y no su libertad 
sexual como de las personas mayores.  
 
d) Violencia económica o patrimonial 
Este tema es un tema poco conocido y aplicado en cada uno de los 
juzgados de nuestro país, por falta de desconocimiento y por falta de 
elementos de convicción que muchas veces son a veces difíciles de 
demostrar para la parte agraviada.  
 
Nuestra normativa en comentario y análisis manifiesta que viene a 
ser las acciones u omisiones dirigidas a perjudicarle su patrimonio y su 
recurso económico de una persona ya sea 1) perjudicando su propiedad, 
posición de un bien; 2) sustrayendo o destruyendo sus instrumentos de 
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trabajo de la agraviada; 3) cuando no se cumple con otorgarle dinero 
necesario para su sobrevivencia, así como el no cumplir los alimentos; y 
4) controlarle sus ingresos económicos u otorgarle un sueldo inferior por 
igual trabajo. (CASTILLO J. E., 2016, pág. 62).  
 
A manera de ejemplo constituirían violencia económica el no cumplir 
una sentencia judicial por prestación de alimentos a su menores hijos del 
agresor, romper sus documentos personales de la víctima o remunerarle 
menor que a un varón.  
 
2.2.2.6. Derechos del grupo familiar y de las mujeres 
 Se desarrolla de forma siguiente: 
 Derecho a una vida libre de violencia, es decir sin violencia 
Cabe precisar cada uno de nosotros tenemos derecho a vivir 
sin violencia, a ser valorados y educados de manera coherente 
además se debe precisar que cada uno de nosotros nos encontramos 
libres de estigmatización, discriminación, etc., o cualquier práctica 
social o cultural que se podría darse, en donde nos haga sentir 
inferiores o subordinados. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 97). 
 
Lo descrito precedentemente significa que nuestro país cumpla 
con tratados internacionales suscritos en su oportunidad que 
promueven la lucha frontal contra la violencia.  
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 Derecho a ser asistido y a la protección integrales 
            Este derecho viene a ser un derecho que promueve prevención, 
sanción y erradicación de la violencia en agravio de las mujeres y 
hombres, para lo cual el estado tiene conjunto de instituciones 
públicas y presupuesto para descubrir hechos de violencia, 
protegerlas y restituir sus derechos y vienen a ser los siguientes: 
     A.  Acceso a la información. 
Este derecho está referido a que las víctimas de violencia tienen sus 
derechos habilitados a recabar u obtener un asesoramiento con 
profesionalismo de parte de los trabajadores de los organismos que 
están destinados a brindar apoyo en las tres instancias del gobierno. 
 
     Además, precisamos que las instituciones que administran y 
colaboran en la administración de la justicia están obligados a 
informar a las agraviadas por violencia utilizando cartillas informativas, 
de no cumplir son pasibles de sanción, es más las instituciones que 
se encargan de administrar justicia colocaran en lugares que se 
puedan visualizar información respecto a sus derechos que les asiste 
a las agraviadas en su propia idioma y precisamos también que toda 
atención a las agraviadas de hechos de violencia se les brinda de 
manera gratuita. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 57). 
 
Entonces claro está de que, desde la instancia policía hasta la 
judicial, los operadores de justicia están obligados a brindar 
información a las víctimas de violencia con absoluta profesionalidad 
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bajo responsabilidad de quien incumple.  
 
B.   Defensa pública y asistencia jurídica 
Con la finalidad de que sus derechos de las agraviadas no sean 
vulnerados el estado se encuentra habilitado con esta normativa en 
comentario a proporcionarle asistencia legal totalmente gratuita quien 
deberá bridarle orientación tomando en cuenta sus condiciones, es 
decir en su propia lengua. 
 
Además, viene a ser el derecho de la agraviada en donde se 
señala que su manifestación se deberá recabar en un lugar apropiado 
y por un profesional altamente especializado a efectos de guardar su 
intimidad. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 57). 
 
Mas no como se viene desarrollado en la práctica el estado tiene 
en sus instituciones que brindan asesoramiento gratuito a las víctimas 
de violencia que no pueden hablar su idioma, de tal manera se estaría 
vulnerando el derecho en comentario.   
 
Cabe precisar en los lugares que no existan programas del 
Ministerio de la Mujer, inmediatamente se habilita a los profesionales 
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, para que brinden 
ayuda de manera gratuita, además estas instituciones deben 
promover se involucren los colegios de abogados en cada uno de 
estos lugares alejados. 
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C.   Promoción, prevención y atención de salud. 
Respecto a este derecho que le asiste a las víctimas de violencia 
familiar a la fecha se viene vulnerando, toda vez de que en los 
hospitales a nivel nacional los médicos en particular no quieren 
brindar atención, mucho menos otorgarles un certificado conforme a 
los lineamientos estipulados por el Instituto Medicina Legal, 
argumentación que no tienen capacitación en medicina forense, por 
otro lado la norma en comentario señala que los profesionales de los 
hospitales del país deberían brindar una atención gratuita de manera 
integral a las agraviadas ya sea en su prevención, atención, asimismo 
en su recuperación física y mental. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 58). 
 
Cabe precisar que las atenciones gratuitas para su recuperación 
de su integridad física y mental para las víctimas de violencia no 
funciona, es decir es una letra muerta, por tanto no se tiene desde 
nuestro punto de vista medios probatorios que cuidar en estos 
lugares, porque ellos no atienden con el pretexto que no tienen 
capacitación adecuada o simplemente no tiene seguro la recurrente.  
 
D.   Atención social. 
A la fecha Ministerio de la Mujer viene intentando insertar a las 
víctimas a los programas sociales que brindan auxilio a personas en 
estados vulnerables, por tanto cabe precisar respecto a este derecho 
que le asiste a las víctimas de violencia el Estado debe brindar 
prioridad a través de sus programas sociales conforme a los 
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lineamientos nacionales, asegurando la confidencialidad respecto a 
los datos proporcionados por la agraviada. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 
58).  
 
 Derechos laborales. 
Ley N° 30364 (2015) define: 
      En el marco de violencia de género el trabajador o trabajadora que 
sufren hechos de violencia tiene los siguientes derechos: 
      Derecho, ano destituido producto de hechos de violencia. 
 
Derecho, a que la agraviada a permutar respecto al horario y 
lugar de trabajo, lo que no deberá perjudicar sus remuneraciones 
habituales. 
 
Derecho, a que el jefe inmediato cumpla con justificar las faltas y 
tardanzas a la agraviada que se hayan generado producto de los 
hechos de violencia.  
       
Recordemos que el A quo a cargo puede decretar la suspensión 
de la relación laboral con la institución de la agraviada por un periodo 
de cinco meses, ello sin goce de haber, es decir dependiendo de la 
gravedad del hecho; asimismo cabe precisar que las inasistencias de 
la parte agraviada a su centro de trabajo no puede exceder de cinco 
días en un periodo de un mes y de quince días en un periodo de seis 
meses. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 60). 
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Asimismo, la victima podrá reingresar a su centro de trabajo con 
las mismas condiciones de su contrato de trabajo primigenio. 
 
 Derechos en relacionados a la educación 
Son varios los derechos que automáticamente se genera producto de 
los hechos de violencia, por tanto por ninguna razón se podrá 
perjudicar en su educación a la víctima, eso se tiene que, la victima 
tiene derecho a: 1) es posible cambiar su lugar y horario de estudio de 
acuerdo a sus conveniencias de la agraviada; 2) a una justificación de 
las faltas y las tardanzas en la cantidad de cinco en un mes y quince 
seis meses 3) a una atención especializada en la institución 
educativa, ello con la finalidad de que se brinde una educación de 
calidad a la agraviada. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 61). 
 
En ese orden de ideas el Estado por ninguna razón debe dejar 
en estado de abandono o en estado deserción de sus estudios a la 
víctima, por el contrario debe promover su inserción.  
 
2.2.2.7. Principios de la Ley. 
Al momento de aplicar e interpretar esta Ley, los operadores de justicia en 
contexto de violencia familiar deberán aplicar los siguientes: 
 Principio de igualdad y no discriminación. 
Con este principio conforme a la normatividad en comentario 
pretende garantizar la igualdad entre hombres y mujeres, evitando 
que se diera exclusiones, limitaciones o distinciones por las 
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condiciones de su sexo, con la finalidad de generarse un 
menoscabo en el ejercicio de sus derechos de una persona y goce 
de las mismas. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 35). 
 
 Principio del interés superior del niño. 
Recordemos que por máximas de experiencia se tiene que tener 
prioridad los derechos de los niños, más aun cuando se trata de 
hechos de violencia, es así cada una de las instituciones públicas y 
privadas, los magistrados, y otras instancias administrativa, 
legislativas, etc., deben tener especial consideración al decretar 
medidas a favor de los menores, el principio de interés superior del 
niño. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 35). 
 
 Principio debida diligencia. 
El principio en comentario viene siendo vulnerado por parte de los 
responsables de las instituciones públicas que son encargados de 
tramitar hechos de violencia, toda vez de que el Ministerio Publico 
por ninguna razón quiere brindar atención a la víctima argumentando 
que tienen mucha carga laboral, lo que se repite con el Poder 
Judicial y por su parte la Policía Nacional les indica que demuestren 
los golpes; pero sin embargo este principio está referido “a que el 
estado a través de sus organismos atienda sin retardo del caso a las 
agraviadas, de ser el caso se tiene que establecer sanciones 
pertinentes para aquellos que han promovido su retardo 
injustamente” (DEL AGUILLA, 2017, pág. 35). 
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 Principio de intervención inmediata y oportuna. 
La intención de este principio en bridar una atención sin dilaciones 
de parte de los responsables a brindarles atención a las agraviadas 
frente a los hechos de violencia, cabe especificar se tiene que 
otorgar las medidas necesarias de manera inmediata por los 
responsables en atención, evitando formalismos o retardos insulsos, 
ello con la finalidad de brindar una atención de calidad a la parte 
agraviada frente a un hecho de violencia. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 
35). 
 
 principio de sencillez y oralidad. 
Al momento de aplicación de la ley en comentario se debe tomar en 
cuenta de que no existen mecanismos formales establecidos para 
brindar atención a víctimas de violencia, por tanto se tiene que 
brindar una atención a la parte agraviada en un espacio amigable 
con la finalidad de que este colabore y posteriormente se pueda 
reponer a su estado anterior sus derechos de la parte agraviada y 
lograr su sanción conforme a la norma vigente para el agresor. (DEL 
AGUILLA, 2017, pág. 35). 
 
 Principio de razonabilidad y proporcionalidad 
Como habíamos señalado en las páginas anteriores del presente 
trabajo de investigación, los responsables a determinar o fallar 
respecto a los hechos de violencia a favor de la parte agraviada, 
deben tener en cuenta dos aspectos importantes: las medidas a 
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dictarse a favor de la parte agraviada que debe responder 
dependiendo a la gravedad de los hechos, es decir asegurando a la 
victima de cualquier hecho antes descrito que pudiera perjudicar su 
integridad física y la rehabilitación a adoptarse para el agresor que 
se decretara en la sentencia con la finalidad de reintegrarlo a la 
familia. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 35).  
 
Cabe precisar las medidas dictadas por operadores de justicia 
debe ser acorde a los daños causado producto de los hechos de 
violencia materia de la denuncia, por ninguna razón debe ser 
desproporcional.  
 
2.2.2.8. Enfoques de la Ley. 
Los operadores de justicia, al monumento de aplicar la norma deben tener 
presente los enfoques siguientes: 
 Enfoque de género. 
Este enfoque nos ayuda a brindar una atención tomando en 
cuenta su estado de vulnerabilidad que tienen los agraviados; es decir 
se deberá tener en cuenta que el agresor es varón, joven, etc., desde 
ya la agraviada será una mujer, un anciano, un niño, lo que se resume 
en una relación asimétrica, toda vez de que siempre va existir 
subordinación del que tiene mayor capacidad frente a la de menor 
capacidad, y este último será víctima de violencia. (DEL AGUILLA, 
2017, pág. 41). 
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Es más, las estrategias que utilicen las instituciones públicas 
deben estar orientadas a promover la igualdad de oportunidades entre 
los hombres y las mujeres, dejando a lado las desigualdades. 
 
 Enfoque de integralidad. 
Tomando en cuenta este principio al momento de aplicar la norma el 
operador de justicia y principalmente los programas sociales deben 
tener claro que la intervención es en diferentes disciplinas y diferentes 
niveles, es así, se puede ocasionar hechos de violencia en el ámbito 
comunitario, laboral, familiar, etc., toda vez de que los hechos de 
violencia tiene múltiples factores y causas, que únicamente conocen 
las agraviadas. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 41). 
 Enfoque de interculturalidad. 
Siendo el Perú de diversidad cultural, este enfoque toma en cuenta, 
que en el proceso de comunicación o interrelación por ninguna razón 
se puede discriminar por su cultura a una persona, ello tomando en 
cuenta que nuestro país como reiteramos es mega diverso y 
pluricultural; cabe precisar que tampoco está permitido discriminación 
por géneros desiguales. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 41). 
 
 Enfoque de derechos humanos. 
Se sabe muy bien que los derechos humanos viene a ser lo más 
preciado de los seres humanos, que se ha logrado con sendos 
esfuerzos, hoy por hoy lleva consigo la dignidad humana, que a partir 
de ahí se han efectuado sus constituciones de diferentes en países; 
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en ese orden de ideas, la ley en comentario pretende proteger a los 
titulares de los derechos que viene a ser la parte agraviada y los 
titulares de los deberes que vendría a ser el denunciado, lo que el 
estado pretende es fortalecer a efectos de reivindicar y estos cumplan 
sus deberes. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 41). 
 
 Enfoque de interseccionalidad. 
Este enfoque toma en cuenta en el sentido que la violencia se da por 
diferentes razones y factores, es así las agraviadas pueden ser 
migrantes, refugiadas, discapacitadas, así como lo hechos de 
violencia se ocasionaría por su color de piel, opinión política, por la 
religión a la que pertenece, por su etnia de donde proviene o por 
pertenecer a un cierto grupo de mujeres, etc.   (DEL AGUILLA, 2017, 
pág. 41). 
 
 Enfoque generacional. 
En el presente caso se debe tomar en cuenta los cambios que sufre la 
persona humana, toma en cuenta que es ineludible determinar las 
relaciones y circunstancia en diferentes etapas de la vida para 
mejorar el desarrollo común. 
 
Es decir, los actos negativos se van transmitiendo de generación 
en generación desde la infancia, adultez y vejez, lo que se convierte 
en una historia común, por tanto urge la necesidad de que cada 
generación debe asumir responsabilidades respecto a estos actos 
54 
negativos que perjudican a la sociedad. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 
41).  
2.2.2.9. Los sujetos de protección en la Ley N° 30364. 
Se tiene conforme a esta norma los siguientes: 
Esta norma en comentario ampara a cada una de las mujeres 
desde su infancia, pasando por su adultez y terminando en su situación 
de adulta mayor. 
 
Respecto a los integrantes del clan familiar, la novedad es que esta 
norma protege a quienes sin tener ningún vínculo familiar, pero que vive 
en la misma casa, sin que por medio se tenga un vínculo contractual;  
asimismo esta norma en comentario protege a cada uno de los que estén 
dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, es 
decir alcanza el ámbito de protección a los cuñados y cuñadas, así como 
los suegros. (CASTILLO J. E., 2016, pág. 55).  
 
Lo que aparentemente no se tiene visible o precisado en esta 
norma viene a ser que la ley en comentario también protege a los 
enamorados de los hechos de violencia, cierto es que en principio los 
jueces encargados a resolver han dejado muchos casos desprotegidos, 
argumentando que no estaban bajo los alcances de la ley precitada.  
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2.2.2.10. Mecánica procesal respecto a las medidas dictadas por el 
Juzgado de Civil de Familia o su equivalente en la Ley N° 
30364. 
a) Denuncia. 
Respecto a la denuncia se tiene del artículo 15 de la Ley N° 30364, en 
donde señala que es posible sentar a favor de la agraviada una denuncia 
verbal, por la titular de los derechos o en su defecto por una tercera 
persona o la defensoría del pueblo, en los casos antes descritos 
únicamente se tiene que levantar un acta con narración detallada de los 
hechos, en todo caso no existiendo otra formalidad; cabe precisar en caso 
de presentarse una denuncia de forma escrita no siendo necesario la 
firma de un letrado como en otros casos. (CASTILLO J. E., 2016, pág. 
114). 
 
Aclaramos que cuando la PNP toma conocimiento de los hechos de 
violencia en cualquiera de sus comisarias a nivel nacional, ellos tienen 
que efectuar las diligencias necesarias o urgentes en veinticuatro horas 
para luego derivarlo todos los actuado adjuntando un pequeño informe y 
sus anexos al juzgado especializado para que este prosiga conforme a 
sus atribuciones conferidas en la norma en comentario. (CASTILLO J. E., 
2016, pág. 114).  
 
Asimismo los trabajadores del estado en los sectores de educación y 
salud deberán denunciar los hechos de violencia que conozcan en 
ejercicio de sus funciones o trabajo a la instancia que ha de corresponder. 
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b) Proceso 
Respecto al proceso o mecánica procesal se tiene que, dentro del término 
como ya hemos precisado de setenta y dos horas después de haber 
recibido los actuados de la PNP, quien este último tiene veinticuatro horas 
para efectuar las diligencias urgentes y derivarlo al juzgado; el A quo 
especializado en la materia realiza una audiencia única, en donde se 
pronuncia respecto a las medidas urgentes requeridas por la parte 
agraviada, y posteriormente tiene la facultad en el marco de la ley en 
comentario de pronunciarse hasta de oficio o a instancia de parte con 
relación a las medidas cautelares, por su importancia para garantizar la 
salud de la agraviada. (CASTILLO J. E., 2016, pág. 118). 
 
Finalmente, una vez examinados y efectuado la audiencia única de 
medidas de protección, en donde se cumplió con dictar medidas de 
protección a favor de la agraviada, cumple con enviar el caso al Ministerio 
Público los actuados, para continuar con el proceso penal conforme a la 
norma adjetiva penal.  
 
c) Flagrancia. 
Cuando se trata de un caso en flagrancia delictiva, la PNP se encuentra 
habilitado para efectuar su detención del imputado de manera inmediata, 
si es posible hasta allanando su domicilio de ser necesario, porque lo más 
importante es la salud de la víctima, posteriormente la PNP redactara un 
acta en donde hará constar minuciosamente las circunstancias de su 
detención del imputado y al mismo tiempo pondrá en conocimiento al 
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fiscal penal de turno para que actúe conforme a sus atribuciones que le 
otorga la norma adjetiva penal, asimismo deberá remitir los actuados al 
juzgado especializado con la finalidad de que este dicte medidas a favor 
de la agraviada. (CASTILLO J. E., 2016, pág. 142).  
 
En este rubro cabe deja claro que a la fecha también está habilitado 
el arresto ciudadano conforme lo establece la norma adjetiva del derecho 
penal.  
 
d) Sentencia. 
En el presente caso el fallo puede ser absolutoria o condenatoria, una vez 
finalizado el proceso producto de los delitos derivados de violencia. 
 
De ser una sentencia absolutoria el A quo encargado de resolver la 
causa, inmediatamente deja sin efecto las medidas decretadas por el A 
quo especializado en familia, a no ser que la cautelar haya sido instando 
en otro proceso particular. (CASTILLO J. E., 2016, pág. 168). 
 
De tratarse de una sentencia condenatoria a favor de la agraviada 
parte el proceso, además de señalar lo previsto en el artículo 394 de la 
norma adjetiva penal, decretara cuando amerite: 1) modificación o a lo 
mejor la permanencia de las medidas de protección a favor de la 
agraviada; 2) tratamiento terapéutico a favor de la agraviada, con el fin de 
que este se recobre; 3) tratamiento especializado al inculpado, con la 
finalidad de que este se resocialice; 4) modificación o continuación de las 
58 
medidas cautelares a favor de la agraviada; 5) los miembros de las 
comunidades, gobiernos locales garanticen su cumplimiento de las 
medidas de protección; 6) inscripción de la sentencia en el Registro Único 
de los agresores que tienen fallo condenatorio producto de un proceso por 
violencia y 7) cualquier otra providencia a favor de las agraviadas o de los 
deudos de estas, lo que será resuelto por el A quo en instancia penal 
tomando en cuenta su máximas de experiencia. (CASTILLO J. E., 2016, 
pág. 169). 
 
Finalmente el juzgado dictara sentencia en su idioma de la parte 
agraviada y en lugares donde no haya intérprete el juez garantizara la 
presencia de una persona cercana a la víctima para su comprensión.  
 
e) Responsabilidad funcional. 
En esta normativa también se tiene sanción penal para los funcionarios y 
servidores públicos, es así quien no cumple, rehúsa o retarda algún acto a 
su cargo, en los procesos causados por hechos que establecen violencia, 
comete delito penado en los artículos 377 o 378 de la norma adjetiva 
penal, según incumba. (CASTILLO J. E., 2016, pág. 175).  
 
En ese entender el funcionario o servido público se pasible de ser 
sancionado conforme los artículos 377 y 378 de la norma sustantiva, sin 
perjuicio de quejársele vía proceso administrativo, tomando en cuenta que 
de un hecho existe responsabilidad penal, civil y administrativo.  
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f) Variación de las medidas de protección. 
Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP (2016) define: 
Por existir constantes hechos de violencia que sufre la agraviada el 
A quo que ha decretado medidas urgentes se encuentra habilitado para 
variar lo decretado anteriormente, ello en circunstancias cuando sean 
producido nuevos hechos de violencia que continúan poniendo en peligro 
la salud de la agraviada, esta facultad se otorga al A quo con la finalidad 
de brindar una atención inmediata a la agraviada mas no así al 
denunciado. (Art. 40) 
 
g) Apelación de las medidas de protección o cautelares. 
Como, en cualquier caso, en la presente ley también la presunta 
agraviada y el agresor tienen habilitado su derecho impugnatorio de 
apelación en la misma audiencia única descrita precedentemente o dentro 
de los tres días de notificado con la resolución que resuelve los 
requerimientos preventivos en contexto de violencia; ello se admitirá con 
efecto suspensivo. 
 
Decreto supremo N° 009-2016-MIMP (2016) define: 
“Cuando se trata de menores de edad, en estos procesos de 
violencia se encuentran habilitados a interponer recursos impugnatorios 
los que brindan asistencia gratuita proporcionados por el estado y también 
el Ministerio Publico conforme a sus atribuciones” (Art. 42). 
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Cabe señalar a efectos de dejar claro, si bien es cierto que el 
imputado también tiene habilitado su derecho impugnatorios, respecto a 
los plazos que deberá cumplir este será lo descrito precedentemente.  
 
El recurso impugnatorio de parte agraviada no tendrá que pagar 
monto alguno, siendo esta totalmente gratuita.  
 
h) Tramite de apelación. 
Respecto a la adición de la otra parte se toma en cuenta tres días desde 
el momento que se corre traslado la apelación planteada por el apelante, 
precisándose que necesariamente cuando se trate de la parte agraviada 
se tendrá que cumplir con notificar a la asistencia gratuita que tiene el 
estado dentro de la jurisdicción. 
 
Decreto Supremo N° 009-2016- MIMP (2016) define: 
“La o el auxiliar jurisdiccional responsable de la causa, comunicado 
en concesorio, bajo responsabilidad dentro de los cinco días siguientes 
elevara los actuados a la sala dejando constancia, para que este se 
pronuncie en segunda instancia” (Ar. 43). 
 
Una vez recibido el cuaderno de apelación, el Ad quen informara a 
las partes procesales que el caso esta expedito para ser resuelto, y este 
se pronunciara dentro de los cinco días siguientes, además cabe precisar 
que la fiscalía superior emitirá su dictamen dentro de las setenta y dos 
horas siguientes de la recepción del cuaderno de apelación. 
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Cabe precisar que en este caso no está permitido informe oral ni 
otras diligencias dilatorias, pero sin embargo excepcionalmente el Ad 
quen, puede convocar a las partes procesales a efectos de que 
respondan o informen, de ser así, el caso será resuelto dentro de los 
cinco días siguientes a la diligencia efectuada. 
 
2.2.2.11. Vigencia de las medidas dispuestas por el Juzgado de 
Familia o su equivalente. 
Respecto a la vigencia se tiene el artículo 23 de la ley en comentario, en 
donde se precisa taxativamente que tendrá vigencia hasta el fallo que sea 
emitido por el juzgado penal o hasta que el fiscal tome la decisión de 
archivar el caso, es decir decida no formalizar denuncia, en este caso se 
precisa con claridad a no ser que esta última sea apeado. (CASTILLO J. 
E., 2017, pág. 242).  
 
 Se aclara en este apartado quienes son responsables de ejecutar 
las medidas de protección vienen a ser los miembros de la PNP, quienes 
además tendrán su mapa geo referencial de las agraviadas y para efectos 
de bridar una atención oportuna coordinaran con el serenazgo de la 
jurisdicción y habilitaran una línea telefónica. 
 
 Asimismo, se tiene también respecto a las medidas decretadas en 
casos de violencia, en el artículo 40 de su reglamento de la norma 
precitada, en donde se precisa que tiene vigencia hasta que el juzgado 
penal emita sentencia de tratarse delito y en caso de faltas hasta que el 
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juzgado de paz letrado emita sentencia, precisándose que estas deben 
quedar consentida o ejecutoriada. (Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP, 
2017, Art. 40). 
 
2.2.3. Teoría de garantía procesal (Teorías constitucionales de los 
derechos fundamentales) 
2.2.3.1.  Nociones Generales. 
Desde la aparición del derecho alemán, es decir en el periodo del 
positivismo durante el siglo XIX, donde se pregonaba que no existía 
derecho sin acción ni mucho menos acción sin derecho. Lo que la fecha 
ha evolucionado al pasar el tiempo por tanto la acción en vez de ser 
herramienta del derecho sea convertido en un instrumento del proceso.  
 
Cabe precisar que esta concepción positivista ha perjudicado la 
vigencia de los derechos fundamentales, toda vez de que este estaba 
condicionado para su validez a una aplicación de las normas procesales, 
lo que posteriormente sea convertido en constitucionalismo democrático.  
 
Es así en el derecho actual los derechos fundamentales se toma 
como garantías procesales de esta forma otorgándole a lo descrito 
precedentemente contenido procesal, porque en estos tiempos se habla 
de reintegración de constitución proceso y derecho proceso.   (LANDA, 
2002, págs. 1-2) “status activus processualis”.  
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2.2.3.2.  Concepto 
Se dice que el derecho fundamental según esta teoría se refiere a las 
garantías procesales, que proceden del interés de conceder validez en la 
aplicación y protección concreta de los derechos humanos. 
 
En efecto, los derechos fundamentales cuentan definitivamente de 
garantías procesales en cada uno de los estamentos, ya seas estas 
judiciales o administrativas; precisándose que la tutela de los derechos 
antes descritos acarrea en dos aspectos: primero que se cumpla con 
bridar garantía el debido proceso material y formal y segundo que el 
estado cumpla con proporcionar la tutela jurisdiccional efectiva. 
  
Cabe precisar que, los derechos fundamentales se encuentran 
unidos al debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva, por tanto se 
convierte en el núcleo de estos; además  se debe tener en claro de que a 
un derecho siempre corresponde un proceso, por tanto las garantías de 
los derechos fundamentales se puede ejercitar en cada una de las 
instancias que tenemos en nuestro país, ya sea en instancias judiciales, 
administrativos, ejecutivos, etc. (LANDA, 2002, pág. 2).  
 
 2.2.3.3. En la Constitución Política del Perú de 1993. 
Pensamiento constitucional 208 (2001) define: “que, estudiando la 
constitución respecto a la teoría de la garantía procesal de los derechos 
fundamentales, por primera vez se tiene en nuestra constitución vigente 
como principios a la vez derechos la función jurisdiccional la observancia 
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del debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva Art. 139 inciso 3, 
capítulo VIII, título IV - Poder Judicial. Pero, sin embargo, no se tiene en la 
doctrina ni en la jurisprudencia un concepto parecido a este para 
consolidar nuestra información. (pag.448).  
 
2.2.3.4.  Debido Proceso y la Tutela Jurisdiccional.  
2.2.3.4.1. Debido proceso 
a. Antecedentes 
Que históricamente el derecho al debido proceso viene a ser una 
organismo que procede del derecho anglosajón y que le facilita a 
cada una de las partes que acuden a la justicia en busca de tutela a 
exigir al Estado un juez que tenga que actuar con independencia, 
competencia, responsabilidad y que sea además justo e imparcial, en 
ese orden de ideas el Estado no solo tiene el deber de proveer el 
auxilio jurisdiccional cuando se ejercitan los derechos de acción y 
contradicción, sino también proporcionarles a las partes procesales un 
juzgamiento justo e imparcial. Es decir, la tramitación del proceso 
debe ser imparcial y ordenada ello con la finalidad de encontrar un 
resultado justo para las partes en el proceso. (CLAROS, 2014, pág. 
28).  
 
b. Concepto 
El debido proceso es un principio matriz que exige que cada uno de 
los procesos se deba desarrollar respetando y cumpliendo los 
principios, y derechos que la norma reconoce a favor de las partes 
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procesales. 
 
      En el mismo sentido nuestro Tribunal Constitucional ha referido 
que: “el debido proceso (…) dentro de las instancias procesales viene 
ser el cumplimiento de los requisitos, las garantías y las normas a fin 
de que las partes procesales estén en la potestad de defenderse en 
los procesos, incluido procesos administrativos. (…)” (ORÉ, 2016, 
pág. 83) 
 
      Es así Sosa (2010) afirma que viene a ser una especie de 
garantía para las partes procesales y un deber para los juzgadores, 
así está establecido en nuestra norma suprema, en el artículo 139, 
inciso 3” (p. 37). 
 
      En ese orden de ideas el derecho al debido proceso se indica que 
viene a ser un meta derecho, toda vez de que aglutina varios sub 
principio siendo las principales los siguientes: el nebis in ídem, la 
legalidad, plazo razonable, juez natural, cosa juzgada, etc., por tanto 
se puede afirmar que el debido proceso viene a ser un principio legal, 
porque exige que cada uno de los derechos estipulados en la carta 
magna se debe respetar; en así respecto al principio en comentario se 
pretende ser oído, hacer valer sus peticiones frente al juez  y demás 
se pretende alcanzar un resultado justo y equitativo teniendo las 
garantías mínimas en el proceso. (LUJAN, 2013, pág. 176).  
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c. Marco normativo 
Respecto al marco normativo del debido proceso “se tiene previsto en 
el artículo 139 numeral 3 de la carta magna de nuestro país, artículo 7 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, articulo 8 de la Corte 
Americana de Derechos Humanos y el articulo 14 del Pacto 
Interamericano de Derechos Civiles y políticos” (ORÉ, 2016, pág. 81). 
 
d. Debido proceso sustantivo 
El debido proceso de carácter sustantivo requiere que las normas, 
actos del poder y las resoluciones administrativas deben ser justos, es 
decir, que sean proporcionales y razonables. El no cumplimiento de 
este requerimiento debe ser sancionado con la inaplicación de aquel 
acto o con su invalidez. Sintetizando, el debido proceso sustantivo no 
es más que el principio de proporcionalidad y razonabilidad. (ORÉ, 
2016, pág. 84).  
 
e. Debido proceso procesal 
El debido proceso procesal, referido como uno de los derechos 
fundamentales de carácter instrumental, lo que se encuentra 
compuesto a su vez de los derechos de defensa, a probar, etc., que 
no permiten que los derechos de las partes perezcan por falta de un 
proceso efectivo.  (ORÉ, 2016, pág. 85).  
 
En este caso desde nuestro punto de vista este principio está 
referido netamente a las garantías mínimas con las que se debe 
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contar en el desarrollo del proceso para con las partes del proceso 
por parte del administrador de la justicia.   
 
f. Los principios que conforman el debido proceso 
Juez natural 
Que, a ninguno de nosotros nadie nos puede despistar, con la 
intención de perjudicarnos, mucho menos someternos a un 
procedimiento distinto establecido en la ley con antelación, ni juzgada 
por órganos jurisdiccionales de excepción, ni tampoco por la 
comisiones creadas de facto, cualquiera sea su denominación, ello se 
encuentra establecido taxativamente en el inciso 3° artículo 139 de 
nuestra norma suprema. (ZUMAETA, 2014, pág. 39).  
 
  Defensa de un proceso 
      En su libro derecho procesal civil al desarrollar el tema en 
comentario Zumaeta (2014) afirma: “que el derecho de defensa es 
posible ejercer en cualquier estado del proceso inciso 14 del artículo 
139 de nuestra magna” (p, 39). 
 
  Duración del proceso 
      Que los artículos II y V del Título Preliminar de la norma adjetiva 
civil, están referidos al deber del Juez de promover el proceso, siendo 
responsable de cualquier retardo ocasionado por su negligencia, y 
además el cabal cumplimiento de los plazos establecido en la norma 
a fin de tener solución al conflicto de intereses. (ZUMAETA, 2014, 
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pág. 40). 
 
  Motivación de las resoluciones 
      Que, en el caso en comentario se señala que los jueces están 
obligados a motivar, por escrito, sus resoluciones en todas las 
instancias, con enunciado de la ley aplicable y de los fundamentos de 
hecho en que se sustentan inciso 5° artículo 139 conforme indica 
nuestra normativa supranacional. (ZUMAETA, 2014, pág. 40).  
 
Más no se trata de emitir resoluciones sin argumento alguno que 
muchas veces vulnera muchos principios constitucionales y estos al 
ser impugnados son declarados nulos, por tanto se vulnera el 
principio de economía procesal.  
 
  Pluralidad de instancias 
      Que, desarrollando este importante sub principio que se encuentra 
dentro del debido proceso encontramos en el artículo 139 inciso 6° de 
nuestra carta magna, recoge este principio, que se ve reforzado por el 
Título Preliminar de la norma adjetiva civil artículo X (ZUMAETA, 
2014, pág. 40).   
 
Cabe precisar o dejar en claro de que este principio consiste en 
que una vez resuelto por una instancia, la parte perjudicada con la 
resolución está facultada a acudir al mismo juez o a la instancia 
superior con la finalidad de encontrar tutela respecto a sus derechos 
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vulnerados.  
 
2.2.3.4.2. Tutela Jurisdiccional. 
a. Importancia 
Es importante la tutela jurisdiccional efectiva, debido a que a través de 
ella acudimos al órgano jurisdiccional con la única finalidad de 
encontrar justicia en donde se respete el debido proceso o las 
garantías procesales y se resuelva el conflicto de intereses conforme 
a derecho. 
 
b. Concepto 
Se tiene el concepto conforme señala TC e indica lo siguiente: 
 Se señala que está reconocido en nuestra carta magna, 
específicamente en el artículo 139 inciso 3, en donde se precisa que 
viene a ser un principio y derecho de la función jurisdiccional, es decir 
es un derecho constitucional. En términos generales podemos 
precisar indicando que es un derecho que cada uno de nosotros 
tenemos de acceder a la justicia ya sea de manera directa o a través 
de nuestros apoderados; asimismo de plantear cada uno de los 
recursos impugnatorios sin ninguna interferencia; además de tener 
una resolución final fundada en derecho y finalmente está relacionado 
que esta decisión se tenga que ejecutar tal como señala esta. 
 
En este sentido se puede afirmar que la tutela jurisdiccional 
efectiva, es un derecho autónomo en el que se integran diversas 
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manifestaciones y que esta comprende los siguientes: a) derecho de 
acceso a la justicia; b) a obtener una resolución con los fundamentos 
necesarios de fondo, es decir fundada en derecho; c) derecho a 
interponer los recursos legalmente previstos en la norma y; d) 
derecho a que este fallo final se tenga que ejecutar conforme a sus 
términos señalados. (ESPINOZA, 2016, pág. 40).  
  
 Derecho al acceso a la justicia 
            Señala que el acceso a la justicia es una de las dimensiones que 
irradia el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. Por intermedio de 
señalado anteriormente una persona se encuentra habilitado para que 
pueda acudir al órgano judicial una vez cuando sus derechos sean 
vulnerados con la única finalidad de encontrar justicia o alcanzar 
justicia. (ESPINOZA, 2016, pág. 41).  
 
Otras personas conceptualizan como aquella facultad que uno 
tiene de acceder a la justicia con la finalidad de encontrar un fallo 
favorable al que acude.  
 
  Derecho al recurso igualmente previsto 
 Que viene a ser “incuestionable que la persona no es infalible en 
sus fallos y proceder. De ello no escapan los magistrados, a quienes 
se les encarga la administración de la justicia. De ahí que sus 
decisiones no sean imperiosas y concluyentes sino susceptibles de 
cuestionamientos, es decir de ser impugnados. Es decir, la posibilidad 
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del justiciable de poder recurrir al tribunal superior y poder cuestionar 
las resoluciones judiciales que dicten, dentro del propio órgano 
jurisdiccional, tanto en la forma como en el fondo” (ESPINOZA, 2016, 
pág. 41).   
 
  Derecho a la ejecución de las resoluciones judiciales 
            Señala que el derecho a “que las resoluciones judiciales se 
ejecuten, esencialmente, la realidad del derecho de acceso a la 
justicia, pues no podemos hablar de acceder a los órganos que 
administran justicia cuando lo decidido por ellos no pueda 
materializarse en la realidad. La justicia que se obtiene sin ser 
cumplida es justicia de adorno o decoración, pero no real justicia. Las 
decisiones de los jueces no pueden ser trofeos o cuadros de arte, 
sino materialidad viva y aplicada” (ESPINOZA, 2016, pág. 50).  
 
c. Marco normativo 
Que, revisado respecto al debido proceso y la tutela jurisdiccional “se 
tiene la observancia de este principio en el numeral 3° Art. 139, en 
donde señala que nadie puede ser despistado de la jurisdicción 
predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los 
previamente instituidos, ni juzgada por los órganos jurisdiccionales de 
excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera 
sea su denominación” (RIOJA BERMUDEZ, 2012, pág. 340).  
        
 En todo caso podemos aseverar que la tutela jurisdiccional 
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efectiva viene a ser el derecho y principio esencial consagrado 
además como una garantía judicial tal como señala el artículo 139 
inciso 3 de nuestra carta magna, se consagra entonces como una 
concretización de un derecho fundamental que nos posibilita a tener 
acceso al justicia, incluido a lo administrativo en busca de una 
solución producto de un conflicto con relevancia jurídico. (LUJAN, 
2013, pág. 527).   
 
2.2.4. Normatividad internacional respecto a la violencia contra la 
mujer e integrantes del grupo familiar 
A. Sistema universal de protección de los derechos humanos 
Nuestra norma suprema permite que las disposiciones internacionales 
se puedan aplicar en nuestro país, hasta dar el mismo valor a los 
derechos estipulados en nuestra carta magna, en ese orden de ideas 
encontramos en la disposición final y transitoria de la norma precitada 
que le otorga dicha facultad, asimismo se prioriza respecto a los 
derechos relacionados a la dignidad. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 174). 
 
      Por su parte el TC., ha precisado el concepto precedentemente 
señalado en el sentido que indica, que la disposición final de nuestra 
carta magna indica que nuestra normativa nacional vigente relacionado 
a los derechos y libertades debe interpretarse conforme a los tratados 
internacionales en derechos humanos; asimismo el TC., precisa que 
este concepto es recogido en el artículo V del TP de la norma adjetiva 
penal,  al indicar que la interpretación de nuestra norma se efectúa 
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conforme a los tratados relacionados a derechos humanos del cual 
nuestro país es parte y además conforme a los fallos internacionales. 
(CASTILLO J. E., 2017, pág. 174).  
 
      Por lo que se desarrolla en el presente trabajo de investigación las 
normas supranacionales más importantes y estas son:  
 
a.  Declaración Universal de los Derechos Humanos 
De la norma en comentario se tiene en su artículo primero, que cada 
uno de nosotros nacemos libres y a la vez iguales en derechos y 
dignidad y por tener la razón y conciencia debemos comportarnos con 
nuestro prójimo fraternalmente.  
 
      Es más en su artículo tercero la norma en comentario precisa que 
cada uno de nosotros tenemos derecho a la seguridad, libertad y a la 
vida, siendo imprescindibles o fundamentales los derechos antes 
descritos, porque sin vida no habría sentido, igualmente sin libertad una 
vida no tendría sentido y asimismo sin seguridad.  
 
b. Pacto internacional respecto a los derechos civiles y políticos 
y pacto internacional de derechos, sociales, económicos y 
culturales. 
Se dice que estos tratados son de varios países destinados a 
reconocer los derechos humanos. Cabe precisar que entre cada uno de 
estos derechos con los otros no existe jerarquía, sino por el contrario 
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son interdependiente entre ellos, es decir entre todos los derechos 
antes descrito son inseparables de unos a los otros. Asimismo 
precisamos que el primer grupo pertenece a los derechos civiles y 
políticos, mientras el segundo grupo está compuesto por derechos 
sociales culturales y económicos. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 161). 
 
      Al mismo tiempo cabe aclarar que los países que son partes tienen 
un comité que está pendiente respecto a su cumplimiento, 
monitoreando y vigilando constantemente. Se indica además que las 
observaciones generales, si bien es cierto no son fallos vinculantes a 
los estados, pero sin embargo sirven como soft law para que estos 
interpreten y llenen lo comprendido a los derechos políticos, civiles,  
económicos, sociales y culturales. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 161). 
 
      Los tratados antes o precedentemente descritos en el presente 
trabajo, son aplicables a todos los derechos humanos y además a 
personas víctimas de violencia enfocado en su género, cuando se 
vulnere a su integridad físico, la vida, la salud, etc.  
 
c. Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer – CEDAW y su protocolo facultativo 
Esta convención fue “proclamada por la Asamblea General mediante 
resolución 2263 (XXII) de fecha 07 de noviembre de 1967, que 
teniendo su carácter explicativo no tiene la característica de vinculante, 
pero sin embargo es un tratado universal respecto a los derechos 
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humanos, que nuestro representantes han ratificado y por lo tanto en 
nuestro país se encuentra vigente para su aplicación en el contexto de 
violencia. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 161). 
 
      Es así en nuestro país, el 01 de junio del año de 1982 por 
intermedio del congreso de la republica de aquel entonces, emitió la 
resolución legislativa que aprueba la norma supranacional en 
comentario denominado CEDAW, que estuvo suscrita por el por 
nuestro país para su vigencia desde el 23 de julio del año 1981. 
(CASTILLO J. E., 2017, pág. 161). 
 
     En ese orden de ideas, cabe precisar que a la ONU la carta de 
ratificación fue entregado en fecha 13 de septiembre del año de 1982, 
toda vez de que el presidente de entonces proclamo el cinco de junio 
del año ante citado, de esta manera nuestro país comprometiéndose a 
cumplir cabalmente cada uno de los dispositivos de la norma antes 
citado, con la única intención de eliminar hechos de violencia en 
agravio de la mujer. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 161). 
 
     Cabe señalar que nuestro país al comprometerse con la CEDAW se 
encontraba obligado a tomar medidas administrativas y legislativas con 
la finalidad de erradicar hechos de violencia en agravio de las mujeres, 
lo que significa prevenir, castigar la discriminación en agravio de estas; 
en este tratado lo que se pregona es promover igualdad entre hombres 
y mujeres respecto a cada uno de los derechos que asiste a estos tales 
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como: derechos políticos, económicos, sociales, culturales, civiles. Etc., 
por tratarse de derechos fundamentales. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 
161).  
 
Cabe precisar que, en  la recomendación General N° 12 la 
violencia hacia la mujer, incita a los estados partes que tengan que 
incluir en sus informes periódicos las normas vigentes relacionados a 
los hechos de violación sexual, acoso sexual, maltratos, etc. 
Posteriormente tres años después, la recomendación general N° 19 la 
violencia contra la mujer, considera que la conceptualización de 
discriminación contra la mujer incluye la violencia basada en el sexo, es 
decir, todos y cada uno de aquellos actos que le generan daño o 
sufrimiento físico a una mujer, ya sean estas de índole mental, física, 
sexual, etc., todo privando su libertad de esta, y muchas veces hasta 
coaccionando, todo ello aprovechándose por su condición de mujer. 
(CASTILLO J. E., 2017, pág. 162). 
 
d.   La convención sobre los derechos del niño 
         Esta convención contiene prerrogativas que son manifiestamente 
ajustables a los casos de violencia en contra de los menores. En su 
artículo 2 numeral 2 indica que los estados partes efectuaran medidas 
necesarias y acordes a favor de los menores con la finalidad de 
eliminar toda forma de discriminación o castigo en agravio de estos. 
Asimismo se tiene en el artículo 19 numeral 1 afirma que los estados 
que son parte de este tratado efectuaran las acciones administrativas y 
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legislativas con la finalidad de evitar hechos de violencia en agravio de 
los menores que podrían ser víctimas de agresiones físicas, 
psicológicas, sexuales y hasta encontrase en estado de abandono.  
 
Finalmente, en el artículo 39 del tratado en comentario señala 
que los Estados partes realizaran o efectuaran todas las medidas 
necesarias, ya sean estas administrativas o legislativas con la finalidad 
de promover su recuperación de los menores que han sido víctima de 
violencia, que en muchas ocasiones constituye delito. (CASTILLO J. E., 
2017, pág. 163).  
 
Cabe señalar que en nuestro país por mucho tiempo sea dejado 
en desamparo a los menores que han sido víctima de violencia, ello 
principalmente en zonas rurales o dentro de la sociedad que pertenece 
a la clase media y baja, pero sin embargo a la fecha el estado ya viene 
dando alguna luces verdes de lo que ya seremos testigos.   
 
e. Convención contra la tortura y otros tratos o condenas 
crueles, inhumanos y degradantes 
 Debo señalar que, en esta herramienta internacional se 
vislumbra la proscripción de la tortura, siendo esta una normativa de 
suma importancia o con característica imperativa de carecer 
supranacional o de ius cogens. Esta norma en comentario pone en 
relevancia la violencia basada en género (CASTILLO J. E., 2017, pág. 
164). 
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      La norma en comentario tiene relevancia al tomar en cuenta la 
violencia de género, pese a que este es un tema poco conocido, 
asimismo los hechos de violación que se perpetran durante la 
detención, como también los hechos de violencia que se le causa a las 
mujeres que se encuentran en estado de gestación y finalmente lo que 
se les limita el derecho a la reproducción. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 
164). 
 
      Además, esta prohibición de tortura viene a ser un deber ineludible, 
de los estados partes, con ponderación respecto a los derechos de 
cada una de las mujeres de parte de cada uno de los estados que son 
parte de este tratado. 
 
f. Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia y 
organizada trasnacional. 
Respecto a esta norma se debe precisar que viene a ser el primer 
instrumento global con efecto de luchar contra la delincuencia 
organizada a nivel internacional, para tal efecto se tiene dos protocolos 
direccionados a eliminar tarta de personas en contra de las mujeres y 
menores así para evitar tráfico ilícito de migrantes por todos los 
espacios posibles, es decir por el aire, mar y tierra; cabe precisar que 
los estados partes son encargado en calidad de deber para prestar 
asistencia y protección a las víctimas de los delitos de trata de 
personas, así como a los que han sido víctimas de tráfico ilícito de 
migrantes, principalmente cuando exista venganza o amenaza; y 
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finalmente se encargara respecto a la indemnización y restitución de 
sus derechos vulnerados. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 165).  
 
g. Estatuto de Roma de la Corte Penal internacional 
Su importancia radica en que esta norma tipifica en su contenido 
delitos como crimines de lesa humanidad; un delito poco conocido; 
crimines de guerra y componentes de genocidio, que también es un 
delito poco conocido en nuestro país, a varias formas de violencia 
sexual; la esclavitud, la esterilización forzada, cuyos delitos antes 
descritos se caracteriza por su gravedad del caso. (CASTILLO J. E., 
2017, pág. 166). 
 
      Siendo esta la primera normativa de carácter internacional y de 
alcance general que agrega de manera expresa el término género, aun 
cuando no llega a poseer un significado diferente de sexo. Se tiene en 
el artículo 7 inciso 3 que; se señala que el significado respecto al 
género se refiere a los dos sexos, masculino y femenino en el contexto 
de una sociedad. Se indica también que el término antes descrito no 
podrá tener otros significados de lo descrito. (CASTILLO J. E., 2017, 
pág. 166). 
 
Cabe precisar conforme se tiene de esta normativa de carácter 
internacional el termino genero alcanza a los dos sexos, es decir tanto 
masculino como femenino.  
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B. Sistema interamericano de protección de derechos humanos 
(OEA). 
a) Convención americana sobre derechos humanos. 
Esta normativa de carácter supranacional prevé como deber de los 
estados miembros de respetar los derechos y libertades reconocidos 
en esta norma en comentario, así como su obligación de proteger las 
disposiciones de derecho interno que sean ineludibles para hacer 
efectivo el goce de tales derechos, ello en virtud de cautelar los 
derechos primordiales del individuo. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 167). 
 
      Cabe aclarar que dentro de la norma en comentario encontramos 
en su artículo 4 numeral 1, en donde se señala que cada uno de 
nosotros tenemos derechos a que se nos respete nuestra vida, es ese 
sentido la vida es sagrado. Es así que el derecho antes señalado se 
encuentra previsto en las normas generales desde el momento de la 
concepción, lo que significa que nadie puede privar arbitrariamente 
este derecho esencial y en el artículo 5 numeral 1, se indica que cada 
uno de nosotros tenemos derecho a que se nos respete de manera 
integral, es decir en el aspecto físico, psíquica y moral. (CASTILLO J. 
E., 2017, pág. 167).  
 
b) La convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra la mujer (Convención Velando Para). 
Esta normativa de carácter internacional tiene trascendental en el 
sentido de que, a partir de esta sea creado muchas normas de carácter 
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nacional, toda vez de que tiene intenciones claras respecto a la 
violencia desde el punto de vista de enfoque de género, es así 
encontramos en su artículo 1 al señalar que a violencia viene a ser toda 
acción o conducta, basada en su género, lo que cause muerte, daño o 
sufrimiento en los tres aspectos basto conocidos a la mujer, ya sea en 
un lugar público como en lo privado.   
 
   Asimismo esta norma pretende precisar en su artículo 2 al señalar 
que la violencia en agravio de una mujer vendría en su aspecto físico, 
psicológico y sexual se daría en los siguientes contextos: a) en la 
familia, asimismo en unidad doméstica, además podría ocasionarse en 
cualquier otra relación interpersonal, sin importar si haya o no 
compartido el mismo domicilio con el agresor, y que comprende 
además, violación, maltrato y abuso sexual; b) se precisa que la 
violencia en la comunidad puede ser consumada por cualquier persona 
y estas son: violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, 
prostitución forzada, secuestro y acoso sexual;  este último se podría 
darse en el ámbito del trabajo, asimismo en las instituciones educativas 
que muchas veces quedan impunes, no siendo ajeno los 
establecimientos de salud, en donde la victima puede ser la paciente o 
la trabajadora o cualquier otro lugar, y c) que ´pueda ser ocasionada 
por parte del estado o sus agentes sin importar el lugar. (CASTILLO J. 
E., 2017, pág. 168). 
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c) Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura.   
 Al igual que las otras normativas descritas precedentemente, este 
tratado apunta a la proscripción del delito de la tortura, con la intención 
clara de brindar protección a cada uno de los seres humanos, tomando 
mucha consideración a las personas vulnerables, siendo estas para 
esta norma mujeres y menores de edad. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 
169).  
 
Todos y cada uno de los convenios suscritos por el Perú y 
ratificados por este, son de obligatorio observancia para los estados 
partes, más aun cuando se trata de violencia familiar.  
 
2.3. MARCO CONCEPTUAL 
Derechos fundamentales 
Son aquellos derechos concedidos a cada uno de las personas que se 
encuentran estipulados en nuestra carta magna, con la finalidad de que 
los ciudadanos puedan ejercer sus libertades reconocidas en esta, en 
donde se prevén los alcances y límites, tanto para el titular de derechos 
como también para el estado, lo que habitualmente se practica en un 
estado de derecho o en un estado constitucional democrático. (LUJAN, 
2013, pág. 222).  
 
Medidas cautelares. 
Pérez (2010) afirma que: “son medidas decretadas por el A quo con la 
finalidad de garantizar el resultado de la sentencia o llamado también 
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eficacia en el proceso, ya sean estos conservativas, asegúratelas o 
transformativas, etc.” (P. 20). 
 
Violencia 
Cuando hablamos de “violencia siempre de manera constante no 
referimos a la agresión física. Sin embargo, resulta que en nuestro país 
la violencia se da en diferentes contextos, cabe precisar que viene a ser 
una acción en contra de su voluntad, razón, etc.” (CABANELLAS, 2002, 
pág. 410). 
 
Violencia física 
Viene a ser todo aquello ocasionado mediante la acción o conducta, que 
pueda causar daño al aspecto físico de una persona. Se toma en cuenta 
también los maltratos causados por desidia, dejadez o lo que se podría 
ocasionar por limitación de las necesidades básicas, que hayan causado 
daño en el aspecto físico o que logren llegar a causarlo, no teniendo el 
tiempo que tardar su proceso de recuperación de la agraviada. 
(CASTILLO J. E., 2017, pág. 37). 
 
Violencia psicológica 
Viene a ser  aquello que es causado mediante acción o conducta, 
propenso a inspeccionar o aislar a la persona sin tomar en cuenta su 
voluntad, asimismo a humillarla o avergonzarla lo que puede causarle al 
pasar el tiempo daños psíquicos irreparables.  
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Daño psíquico viene a ser la afectación que se puede causar a una 
persona o alteración respecto a su cognición, es decir en su aspecto 
mental de este, producto de varios hechos de violencia, lo que en 
muchas ocasiones podría acarrear en irreversible o irreparable.  
(CASTILLO J. E., 2017, pág. 41). 
 
Violencia patrimonial 
Viene a ser como ya hemos señalado precedentemente los o las 
afectaciones que se podrían ocasionar respecto a la tenencia o posición 
de sus bienes de la parte agraviada, así como la destrucción 
principalmente de sus instrumentos de trabajo de este, como también las 
limitaciones que se podrían ocasionar respecto a los aportes para su 
subsistencia de la familia y finalmente el no cumplir con los alimentos 
para con los hijos. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 65). 
 
Violencia sexual 
Vienen a ser las acciones sexuales sin su consentimiento de la parte 
agraviada, cabe precisar en este tipo de violencia no tiene relevancia la 
penetración del agresor. 
 
      Asimismo en nuestro contexto se considera este tipo de violencia la 
exposición de material pornográfico, toda vez de que no se viene 
permitiendo el normal desarrollo de su sexual en caso de menores de 
edad y respecto a los mayores de edad se viene vulnerando su libertad 
sexual. (CASTILLO J. E., 2017, pág. 43). 
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Denuncia 
Significa “poner en conocimiento de la autoridad, sea en forma verbal o 
por escrita la realización de un hecho delictuoso o de cualquier otro que 
infrinja disposiciones emanadas de la autoridad competente, con el 
objeto de que esta actué con la averiguación y el castigo” 
(CABANELLAS, 2002, pág. 117).  
 
Ministerio Público 
Viene a ser cuerpo de magistrados que tiene por objeto la defensa de 
los interés de la organización social y lo preside el Fiscal de la Nación y 
para otros, un organismo estatal, quien actúa en defensa de los 
agraviados y testigos en casos de delito, cabe precisar que a este se le 
considera como titular de la acción pública y actúa en representación de 
la sociedad. (FIGUEROA, 2000, pág. 109). 
 
Policía 
Viene a ser la “persona encargada de cuidar por el orden estatal. 
Conjunto de reglas que norman la institución y a los ciudadanos para su 
acatamiento en la mantención del orden interno y la seguridad del país, 
las fuerzas policiales forman parte de las fuerzas armadas que como se 
sabe está compuesta por el ejército, la marina y la aviación”  
 
Juzgado 
Viene a ser conjunto de jueces que concurren a dictar una sentencia y 
para otros viene a ser un poder del estado encargado de administrar 
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justicia en una sociedad. Siendo una de las facultades otorgadas por 
parte del estado viene a ser la aplicación de las prerrogativas jurídicas 
en la resolución de apremios; oficina o despacho donde actúa 
permanentemente un juez. (CABANELLAS, 2002, pág. 223). 
 
Competencia 
Aptitud o facultad de la autoridad para realizar actos jurídicos. Poder 
reconocido a un juez o tribunal para instruir o juzgar en un proceso. 
 
Falta 
Contravención de carácter leve. El código penal en su última parte se 
refiere a dichas faltas y al modo de sancionarlas (Art. 383 al 393) 
 
Delito 
Viene a ser la acción típicamente antijurídica, culpable y subordinada a 
una representación legal conforme a las circunstancias objetivas de 
esta. 
 
Sentencia 
Decisión judicial que pone termino al pleito en cualquiera de las 
instancias. Toda sentencia se compone de tres partes, la expositiva en 
que se detallan los hechos producidos y que han dado lugar a la 
demanda o el reclamo; la parte considerativa que el juzgador contempla 
aquilatando los hechos ya aplicando las normas legales del caso; y la 
parte resolutiva en que se pronuncia declarando fundada, infundada o 
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nula la demanda, en este último caso por vicios procesales. 
(FIGUEROA, 2000, pág. 133) 
Juzgado 
Viene a ser conjunto de jueces que concurren a dictar una sentencia 
frente a una controversia de dos partes procesales. 
 
Violencia contra las mujeres 
Se considera aquellas acciones o conductas que le puede ocasionarle 
muerte, daño o sufrimiento en cualquier contexto de los tres tipos de 
violencia harto conocidos y además estos se pueden dar en: a. la familia 
o unidad doméstica o en una relación interpersonal, sin importar se han 
compartido el domicilio y además se pondera violación sexual; b. se 
puede ocasionar en la comunidad, por cualquier persona y comprende, 
acoso sexual y otros en el trabajo, en centros educativos, 
establecimientos de salud o en otro lugar; c.También puede ser 
ocasionado por el estado o su agente sin importar el lugar” (DEL 
AGUILLA, 2017, pág. 44). 
 
Violencia contra los integrantes del grupo familiar 
Viene a ser las acciones o conductas ocasionadas por uno de los 
miembros del clan familiar, que puede terminar hasta en la muerte de la 
agraviada, la relación de confianza, poder o subordinación, para 
determinar su alcance de esta norma en comentario. (DEL AGUILLA, 
2017, pág. 46).  
Se tiene mayor consideración a las personas que se encuentran en 
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estados vulnerables al momento de la comisión del hecho punible. 
 
Derechos. 
Respecto a los Derechos Cabanillas (2002) afirma: “que viene a ser 
conjunto de normas y facultades que se confiere a una persona o a un 
colectivo para que estos puedan ejercerlo” (p. 124). 
 
Dignidad 
Respecto a la dignidad Cabanillas (2002) afirma: “es basto conocido, 
toda vez de que de aquí surge las cartas magnas de varios países, por 
ser la base fundamental de los derechos, que hoy se tiene bien 
establecido en la parte dogmática de nuestra carta magna” (p. 130). 
 
Actor civil 
Lujan (2013) afirma que: 
      “Viene a ser la persona natural o jurídica, que resulta ser perjudicado 
producto del hecho que se configura como delito, respecto al aspecto 
patrimonial, por tanto debe ser reparado una vez finalizado el proceso 
penal”. (p. 10). 
 
Cosa Juzgada 
Proviene de la frase latina de resiudicata, es el principio que precisa la 
inmutabilidad que tiene una resolución judicial, cabe dejar en claro de 
que la resolución que resuelve cuestión de fondo debe haber quedado 
firme sin que se pueda interponer recurso alguno existente en nuestra 
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norma adjetiva penal, ya sea la resolución antes señala condenatoria o 
absolutoria; la amnistía parlamentaria, el sobreseimiento de ante juicio 
parlamentario, entre otras. (LUJAN, 2013, pág. 131). 
 
Test de ponderación 
      Lujan (2013) afirma que: 
      “En palabras sencillos significa en el contexto de conflicto de dos 
derechos con similar valor, el A quo al momento de resolver tiene que 
determinar el peso o importancia de estos dentro de los parámetros 
legales” (p. 520) 
 
2.4. HIPÓTESIS 
2.4.1. Hipótesis general 
No se tiene claro la vigencia de las medidas de protección y medidas 
cautelares establecidas en el artículo 23 de la Ley N° 30364 y el en 
artículo 40 de su reglamento de la ley precitado, aprobado mediante 
Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP, por tanto muchas veces se deja sin 
efecto las medidas de protección y las medidas cautelares en un 
momento y etapa procesal no apropiado, consecuentemente dejando 
desamparado a las víctimas de violencia ya sean estas mujeres o 
integrantes de la familia, por tanto tomado en cuenta los aspectos 
saltantes de la teoría de la garantía procesal, siendo esta una de las 
teorías constitucionales de los derechos fundamentales debe plantearse 
propuesta legislativa  que modifique el primer párrafo del artículo 23 y el 
artículo 40 de las normas precitadas, en donde se tenga precisado con 
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exactitud la vigencia de las medidas en comentario, evitando 
contradicciones de estos dos artículos, consecuentemente evitando los 
vacíos normativos. 
 
2.4.2. Hipótesis específicos: 
 No se tiene con precisión la vigencia de las medidas de protección y 
medidas cautelares en el artículo 23 de la Ley N° 30364 y el en 
artículo 40 de su reglamento aprobado mediante Decreto Supremo N° 
009-2016-MIMP en el Perú. 
 
 Con el respaldo de la teoría de la garantía procesal, siendo esta una 
de las teorías constitucionales de los derechos fundamentales es 
posible plantear una reforma del artículo 23 de la Ley N° 30364 y 
artículo 40 de su Reglamento aprobado mediante Decreto Supremo 
N° 009-2016-MIMP. 
 
 Existen fundamentos que protegen la violencia contra las mujeres y 
los integrantes del clan familiar que posibilitan la reforma del artículo 
23 de la Ley N° 30364 y artículo 40 de su Reglamento aprobado 
mediante Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP. 
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2.5. OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES  
 
VARIABLE FÁCTICA DIMENSIONES  INDICADORES 
Protección de víctimas 
de violencia contra las 
mujeres y los 
integrantes del grupo 
familiar 
1.1. Medidas de 
Protección 
 
 
1.2. Medidas cautelares 
1.1.1. Efectividad  
1.1.2. Vigencia  
 
1.2.1. Efectividad  
1.2.2. Vigencia 
VARIABLES 
TEMÁTICA 
EJES DE 
INVESTIGACIÓN 
SUB EJES DE 
INVESTIGACIÓN 
Teoría de la garantía 
procesal  
1.1. Debido Proceso 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
1.2. Tutela Jurisdiccional 
efectiva 
 
 
1.3. Sistema protección 
universal de los derechos 
humanos (Naciones 
Unidas) 
 
 
 
 
 
 
1.1.1. Antecedentes 
1.1.2. Concepto 
1.1.3. Marco normativo 
1.1.4. Debido proceso 
sustantivo 
1.1.5. Debido proceso 
procesal 
1.1.6. Los principios que 
conforman el debido 
proceso 
 
1.2.1. Concepto 
1.2.2. Importancia 
1.2.3. Marco Normativo 
 
1.3.1. Declaración Universal 
de los Derechos Humanos. 
1.3.2. Pacto internacional 
respecto a los derechos 
civiles y políticos y pacto 
internacional de derechos 
económicos, sociales y 
culturales. 
1.3.3. Convención para la 
eliminación de todas las 
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1.4. Sistema 
interamericano de 
protección de derechos 
humanos  (OEA) 
situaciones de 
discriminación contra la 
mujer CEDAW y su 
protocolo facultativo. 
1.3.4. La convención sobre 
los derechos del niño. 
1.3.5. Convención para 
evitar la tortura y otros tratos 
penas crueles, inhumanos y 
degradantes. 
1.3.6. La convención de las 
naciones unidas contra la 
delincuencia organizada 
transnacional. 
1.3.7. Estatuto de Roma de 
la corte penal internacional. 
 
1.4.1. Convención 
americana sobre derechos 
humanos. 
1.4.2. Convención 
interamericana con la 
finalidad de prevenir, 
sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer 
(Belem do para). 
1.4.3. Pacto interamericano 
para prevenir y sancionar la 
tortura. 
VARIABLE 
PROPOSITIVA 
EJES DE LA 
INVESTIGACIÓN 
PROPOSITIVA  
SUB EJES DE LA 
PROPOSICIÓN  
Modificar el primer 
párrafo del artículo 23 
de la Ley N° 30364 y el 
4.2. propuesta 
legislativa para modificar 
el primer párrafo del 
1.1.1. Fórmula legal  
1.1.2. Generalidades. 
1.1.3. Artículo 1° Modificar el 
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artículo 40 de su 
reglamento  aprobado 
mediante el D.S. N° 
009-2016-MIMP 
artículo 23 primer párrafo 
de la ley N° 30364 y el 
artículo 40 de su 
reglamento aprobado 
mediante D.S. N° 009-
2016-MIMP 
 
primer párrafo del artículo 23 
de la Ley N° 30364 
1.1.4. Artículo 2° Modificar el 
primer párrafo del artículo 40 
del Decreto Supremo N° 
009-2016-MIMP. 
1.1.5. Exposición de 
motivos. 
1.16. Análisis costo 
beneficio. 
1.17. Impacto en la 
legislación. 
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CAPÍTULO III 
METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
3.1.  METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN. 
3.1.1. Diseño de investigación. 
La presente investigación se encuadra en una tesis de tipo Propositivo-
Descriptivo, con un paradigma mixto, toda vez de que se inicia de un 
hecho factico que viene a ser el problema respecto a la vigencia de las 
medidas de protección y las medidas cautelares en la Ley N° 30364, por lo 
que tomaremos en cuenta los postulados de la teoría de la garantía 
procesal y la normatividad supranacional apoyado de una encuesta no 
probabilística aplicado a 20 profesionales en Derecho en la jurisdicción de 
la Provincia de Canchis a efectos de proponer reforma del artículo 23 de la 
ley antes citada y el articulo 40 del D.S. N° 009-2016-MIMP; Decreto 
Supremo que aprueba el reglamento de la Ley N° 30364, cabe precisar 
que a la fecha no se tiene estudio respecto a este tema de investigación 
en las principales bibliotecas de las Universidades de la Región Cusco, 
Puno, ni mucho menos en las páginas de la principales universidades del 
país. Tanto más tomando en cuenta que nuestro trabajo está centrado 
como reiteramos en establecer la vigencia de las medidas de protección y 
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las medidas cautelares en la Ley N° 30364 a dos años de su vigencia en el 
Perú, para lo cual se propondrá una reforma del primer párrafo del artículo 
23 de la norma antes citada en el presente trabajo y de su reglamento en 
el artículo 40 aprobado mediante Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP.  
 
Por consiguiente, está claro que es una investigación de carácter 
mixto, porque se ha cumplido con tabular los datos estadísticos, analizar el 
marco teórico y marco normativo respecto a la vigencia de las medidas de 
protección y medidas cautelares en la ley antes citada, asimismo sea 
cumplido con analizar la teoría científica que lo respalda a nuestra 
propuesta legislativa, esto es Derechos Fundamentales a la Persona 
Humana.  
 
Recordemos que por diseño cualitativo se entiende a las 
investigaciones en donde por ninguna razón utilizaremos descripciones y 
cuantificaciones. Por el contrario en el presente trabajo por su cualidad 
desarrollaremos fundamentos jurídicos, así como también los fundamentos 
filosóficos, fundamentos hermenéuticos y contenido de los principios del 
derecho, la vida e historia de las personas, conductas sociales, o 
relaciones e interacciones de relevancia jurídica. Excepcionalmente 
algunos datos serán cuantitativos, pero sin embargo su propio análisis 
será netamente cualificable. (ARANZAMENDI L. , 2010, pág. 101). 
 
      Aranzamendi (2010) enfatiza: “que este paradigma de 
investigación es un trabajo sistemático predestinada a entender en 
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profundidad del fenómeno jurídico y social, asimismo promover el hallazgo 
y desarrollo de un cuerpo organizado de conocimientos nuevos acerca del 
derecho” (p. 100). 
 
      La investigación propositiva busca alcanzar alternativas de 
solución frente a determinados problemas de la realidad. Esta 
investigación se caracteriza porque se investiga primero una determinada 
realidad problemática, en términos de crítica y evaluación para proponer 
un modelo de solución basado en algún fundamento teórico científico que 
generalmente es una teoría debidamente planteada con prestigio y 
vigencia. Este modelo de solución puede ser un proyecto, una tecnología, 
una estrategia un plan de acción, etc. 
 
En la investigación jurídica, especialmente en el nivel doctoral, se 
recomienda este tipo de investigaciones porque un doctorando debe estar 
en la capacidad de proponer modelos, leyes, estructuras o teorías 
sistematizadas de solución con argumentos o fundamentos científicos.  
(CHARAJA, 2011, pág. 281) 
 
3.1.2.  Tipo de investigación jurídica. 
Estando dentro del paradigma mixto y no teniendo claro la vigencia de las 
medidas de protección y de las medidas cautelares en la Ley N° 30364 y 
su reglamento, en el presente trabajo se pretende establecer la vigencia 
de las medidas de protección y la vigencia de las medidas cautelares en 
la ley materia de la presente trabajo intelectual, por lo tanto utilizaremos la 
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Investigación Jurídico de tipo Propositiva y Jurídico Descriptivo. 
Recordemos que: “en un trabajo jurídico propositivo el intelectual se 
centra en un vacío normativo o en otros casos termina cuestionando una 
norma existente determinando sus deficiencias, falencias y alcances, para 
luego alcanzar una propuesta legislativa de reforma o derogación de esta. 
Habitualmente este tipo de trabajo finaliza alcanzando como ya hemos 
señalado precedentemente una propuesta legislativa, principios, 
fundamentos filosóficos, fundamentos jurídicos, o programas. 
(ARANZAMENDI L. , 2010, pág. 163) 
 
Por otro lado, la investigación de tipo descriptivo significa que: la 
descripción, no solamente compromete el conocimiento de los casos, 
hechos o fenómenos materiales, también, en percibir la esencia de los 
formales y racionales. En otras palabras, “la captación corporal no es la 
única, también tenemos la captación intelectual y la captación 
psicológica”. Las fases de la descripción son generalmente: a) La 
observación, que consiste en examinar los aspectos generales y 
específicos del objeto; b) La elección, consiste en seleccionar los rasgos 
más característicos del objeto descrito; c) Disposición, consiste en 
ordenar los rasgos seleccionados de acuerdo con algún criterio 
metodológico; d) Redacción, consiste en exponer por escrito lo observado 
o analizado de acuerdo con los objetivos propuestos.  (ARANZAMENDI N. 
, 2009, pág. 181)  
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Tipos de investigación precedentemente descritos nos permitirá dar 
una propuesta legislativa de reforma del artículo 23 de la Ley N° 30364 y 
el artículo 40 del D. N° 009-2016-MIMP. 
 
3.1.3. Método de la investigación: 
 
En el presente trabajo de investigación jurídica viene a ser el método de la 
interpretación jurídica y el método de la argumentación jurídica. 
 
En nuestra materia se aplica “la interpretación como método y 
como técnica, pero no tan solamente para las normas (textos legales), se 
incluyen reglas del derecho consuetudinario, principios, contratos, 
resoluciones judiciales, hechos empíricos o formales de relevancia 
jurídica; también, para interpretar símbolos, el significado de las cosas, el 
comportamiento individual y social, los fenómenos naturales, los 
conceptos en general, toda forma de conducta humana, pero lo habitual 
se remite a la interpretación de las normas jurídicas, pues, cabe recordar 
que la aplicación de la norma jurídica tiene su premisa normal en la 
interacción” (ARANZAMENDI L. , 2013, pág. 101). 
 
Cabe precisar que la conjetura, en el presente trabajo necesita 
argumentos contundentes con la finalidad de alcanzar como ya sea 
señalado antelada mente una propuesta con la intención de modificarla y 
mejorar la calidad de la norma. 
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En el presente trabajo de investigación tendrá sustento al finalizar, 
respecto a la hipótesis planteado a través de una interpretación 
sistemática de la norma y alcanzando una propuesta legislativa. 
Precisándose que respecto a la investigación cualitativa se tendrá un 
sustento teórico que validara nuestra postura y respecto a lo cuantitativo 
de la investigación se fundamentara a partir de datos estadísticos, es así 
comprobaremos la certeza de nuestra aseveración haciendo uso de los 
instrumentos cualitativos y cuantitativos que permitan explicar las 
variables de la investigación. 
 
Aranzamendi (2013) afirma: 
“Recordemos que la argumentación jurídica viene a ser para 
nosotros un tipo de razonamiento que teniendo premisas verdadera se 
llega a conclusiones razonables. En ese orden de ideas se trata de un tipo 
de razonamiento preciso y apropiado al caso que, por ello, ha tenido en la 
historia y tiene en la actualidad una gran importancia para la exegesis y 
aplicación del Derecho. En una correcta argumentación, los 
razonamientos deben sujetarse a las leyes de la lógica, combinando 
partes expositivas (presentación de los hechos) y las partes 
argumentativas (las razones que justifican la argumentación)” (p. 103) 
 
Al respecto si las variables son cualitativas si tiene claro la 
siguiente diferencia; es así, si sus variables del trabajo a desarrollar no 
son cuantificables numéricamente, en todo caso se trata de 
investigaciones fundamentales o básicas, es decir viene a ser netamente 
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de desarrollo teórico o también comúnmente conocido como 
argumentativo y hermenéutico. (ARANZAMENDI L. , 2013, pág. 73). 
 
La aplicación de lo antes señalado permite encontrar una 
ilustración satisfactoria a partir de la elaboración de hipótesis hasta la 
interpretación y argumentación respecto a la vigencia de las medidas de 
protección y las medidas cautelares en la Ley N° 30364, norma materia 
de la presente investigación. 
 
3.1.4. Población y muestra 
En nuestro estudio de naturaleza cualitativa, se permite el uso de 
encuestas no probabilísticas cuyos resultados apoyen la hipótesis de 
trabajo. En tal sentido hemos establecido una población cuya referencia 
es importante para apoyar nuestra hipótesis, dicha población está 
constituida por profesionales del      Derecho (jueces, fiscales, abogados 
que ejercen la defensa). 
 
De la población antes citada tomamos una muestra no 
probabilística por conveniencia. Esta muestra está conformada por 20 
profesionales del Derecho establecidos en la ciudad de Sicuani de la 
Provincia de Canchis de la Región Cusco. 
 
3.1.5. Técnicas  
Tomando en cuenta que la técnica jurídica viene a ser el arque que tiene por 
objeto perfeccionar el trabajo, en otros términos viene a ser un conjunto de 
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procedimientos por los cuales el fin será obtenido. 
 
En el desarrollo del presente trabajo se ha utilizado las siguientes 
técnicas: 
 
Legislativa 
En esta técnica se capturan los informaciones contenidos en 
constituciones, códigos, leyes, reglamentos y otras normativas 
legislativas; por lo que en el presente trabajo de investigación se ha 
capturado información contenida en la Ley N° 30364 y su reglamento 
aprobado mediante D.S. N° 009-2016-MIMP; así como la información de 
carácter supranacional relacionado a los derechos humanos, nuestra 
carta magna, información contenida en nuestras normas sustantivas y 
adjetivas de carácter penal, civil y otros.  
 
Técnica de argumentación 
Es un tipo de razonamiento que desde pensamientos verdaderos 
se llega a conclusiones razonables; lo que nos permitirá demostrar 
nuestra propuesta legislativa de reforme de la Ley N° 30364. 
 
Encuesta 
Conceptualizando podemos señalar que: “es una técnica que 
presente obtener la opinión de una parte de la población acerca de un 
problema. En lo posible se debe encuestar a diversos sectores de la 
población” (NOGUERA RAMOS, 2014, pág. 262) 
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En el presente caso sea cumplido con recoger la opinión de veinte 
profesionales en derecho de la provincia de Canchis, para reforzar 
nuestra propuesta.  
 
3.1.6. Instrumentos 
 Cuestionario de preguntas 
 Fichas de trabajo de notas 
 Ficha textual 
 Ficha de comentario 
 Ficha de resumen 
 Ficha bibliográfica 
 
3.1.7. Procesamiento de la información. 
En el presente trabajo se aplicó desarrollo cualitativo de los variables, así 
como la presentación estadística de los datos, con los que se cumplió con 
comprobar la hipótesis de la presente investigación.  
 
3.1.8. Estilo de redacción utilizada en la tesis. 
En la redacción del presente trabajo de investigación se ha utilizado el 
Manual de publicaciones de la American Psychological Associatión (APA). 
Toda vez a la fecha viene siendo el más utilizado en trabajos científicos y 
en nuestra universidad es admitido conforme al reglamento para efectuar 
investigaciones jurídicas.  
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CAPÍTULO IV 
RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
4.1. PRESENTACIÓN DE LOS RESULTADOS DE LAS ENCUESTAS 
APLICADOS A PROFESIONALES DE DERECHO ENTRE JUECES, 
FISCALES Y ABOGADOS DE LA CIUDAD DE SICUANI – CANCHIS. 
 
1. Desde tu consideración personal ¿Conoce Ud. ¿Con exactitud 
cuál es la vigencia de las medidas de protección y las medidas 
cautelares impuestas por los jueces civiles de familia o su 
equivalente bajo los alcances de la Ley N° 30364? 
 
CUADRO 01 
ALTERNATIVAS Fr % 
a) Sí 
b) No 
06 
14 
30% 
70 % 
TOTAL 20 100 % 
Fuente: encuesta empleada a los profesionales en Derecho en la 
ciudad de Sicuani. 
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 Fuente: encuesta      
       
INTERPRETACIÓN 
La lectura del presente cuadro es la siguiente:  
      Que, de un total de 20 profesionales en Derecho que 
corresponde al 100%, el 70% indican que no conocen con exactitud 
la vigencia de las medidas de protección y medidas cautelares 
establecidos en la Ley N° 30364, a su turno el 30% de los 
profesionales en Derecho responden que conocen con exactitud la 
vigencia de las medidas de protección y las medidas cautelares 
establecidas en la ley antes citada. 
 
      Por tanto, una mayoría considerable, llega a sostener que no 
conocen con exactitud a vigencia de las medidas de protección y 
medidas cautelares establecidas en la Ley N° 30364.  
 
VARIABLES
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2. ¿Cree Ud. ¿Las medidas de protección y medidas cautelares 
están claras respecto a su vigencia en la Ley N° 30364? 
CUADRO 02 
ALTERNATIVAS Fr % 
a) Sí 
b) No 
 
07 
13 
35 % 
65 % 
TOTAL 20 100 % 
 
Fuente: encuesta empleada a los profesionales en Derecho de la 
ciudad de Sicuani. 
 
 
 
 
      
       
       
       
       
       
       
       
       
       
       
       
       
       
       
       
Fuente: encuesta 
 
 
 
VARIABLES
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      INTERPRETACIÓN 
      La lectura del presente cuadro es la siguiente:  
Que, de un total de 20 profesionales en Derecho que corresponde al 
100%, el 65% indican que no están claras la vigencia de las medidas 
de protección y medidas cautelares en la Ley N° 30364, a su turno el 
35% de los profesionales en Derecho responden que está clara la 
vigencia de las medidas de protección y medidas cautelares 
establecidas en la ley antes citada. 
 
      Por tanto, una mayoría considerable, llega a sostener que no 
está clara la vigencia de las medidas de protección y medidas 
cautelares establecidas en la Ley N° 30364.  
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3. ¿Cree Ud. Falta claridad en la vigencia de las medidas de 
protección y medidas cautelares instituidas en la Ley N° 30364 
perjudican a las partes procesales? 
CUADRO 03 
ALTERNATIVAS Fr % 
a) Sí 
b) No 
 
15 
05 
75 % 
25 % 
TOTAL 20 100 % 
Fuente: encuesta aplicada a los operadores de Derecho en la ciudad 
de Sicuani. 
 
 
Fuente: encuesta 
 
 
 
VARIABLES
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      INTERPRETACIÓN 
      La lectura del presente cuadro es la siguiente:  
      Que, de un total de 20 profesionales en Derecho que 
corresponde al 100%, el 75% indican que falta claridad en la 
vigencia de las medidas de protección y medidas cautelares en la 
Ley N° 30364 perjudican a las partes procesales, a su turno el 25% 
de los profesionales en Derecho responden que la falta de claridad 
en la vigencia de las medidas de protección y medidas cautelares 
instituidas en la ley antes citada no perjudican a las partes 
procesales. 
 
       Por tanto, una mayoría considerable, llega a sostener que la 
falta de claridad en la vigencia de las medidas de protección y 
medidas cautelares instituidas en la Ley N° 30364 perjudican a las 
partes procesales.  
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4. ¿Considera Ud. ¿Qué el contenido del primer párrafo del 
artículo 23 vigencia e implementación de las medidas de 
protección establecidas en la Ley N° 30364 debe ser reformado? 
CUADRO 04 
ALTERNATIVAS Fr % 
a) Sí 
b) No 
 
16 
04 
80% 
20% 
TOTAL 20 100 % 
 
Fuente: encuesta aplicada a los expertos en Derecho en la ciudad 
de Sicuani. 
 
 
Fuente: encuesta 
 
 
 
VARIABLES
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      INTERPRETACIÓN 
      La lectura del presente cuadro es la siguiente:  
Que, de un total de 20 profesionales en Derecho que corresponde al 
100%, el 80% indican que el artículo 23 de la Ley N° 30364 debe ser 
reformado, a su turno el 20% de los profesionales en Derecho 
responden que el artículo 23 de la Ley N° 30364 no debe ser 
reformado.  
 
Por tanto, una mayoría considerable, llega a sostener que el artículo 
23 de la Ley N° 30364 debe ser reformado.  
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5. ¿Considera Ud. Qué el contenido del artículo 40 vigencia de las 
medidas de protección o cautelares establecidas en el D.S. N° 
009-2016-MIMP, Decreto Supremo que aprueba el Reglamento 
de la Ley Nº 30364, debe ser reformado? 
CUADRO 05 
ALTERNATIVAS Fr % 
a) Sí 
b) No 
 
16 
04 
80 % 
20 % 
TOTAL 20 100 % 
Fuente: encuesta aplicada a los expertos en Derecho en la ciudad 
de Sicuani. 
 
Fuente: encuesta 
 
 
 
VARIABLES
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      INTERPRETACIÓN 
      La lectura del presente cuadro es la siguiente:  
Que, de un total de 20 profesionales en Derecho que corresponde al 
100%, el 80% indican que el artículo 40 del D.S. N° 009-2016-MIMP 
debe ser reformado, a su turno el 20% de los profesionales en 
Derecho responden que el artículo 40 del D.S. N° 009-2016-MIM no 
debe ser reformado.  
 
       Por tanto, una mayoría considerable, llega a sostener que el 
artículo 40 del D.S. N° 009-2016-MIMP debe ser reformado.  
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4.2. PROPUESTA LEGISLATIVA PARA MODIFICAR EL ARTICULO 23 
PRIMER PÁRRAFO DE LA LEY N° 30364 Y EL ARTICULO 40 DE SU 
REGLAMENTO APROBADO MEDIANTE D.S. N° 009-2016-MIMP 
 
 
PROYECTO DE LEY … 
Los parlamentarios que suscriben, asumiendo el planteamiento del 
ciudadano JUVENAL HUILLCA CONDORI, ejerciendo el derecho que 
les concede el artículo 107° de la Constitución Política del Perú y el 
artículo 75° del reglamento del Congreso de la Republica, formula en 
consideración la siguiente iniciativa legislativa. 
EL CONGRESO DE LA REPUBLICA 
Ha dado la Ley siguiente: 
LEY QUE MODIFICA EL ARTICULO 23 PRIMER PÁRRAFO DE LA 
LEY N° 30364 Y EL ARTICULO 40 DE SU REGLAMENTO 
APROBADO MEDIANTE D.S. N° 009-2016-MIMP 
 
I. FORMULA LEGAL 
Generalidades 
     Nuestra norma no es clara respecto a vigencia de las medidas de protección 
y medidas cautelares establecidas en la Ley N° 30364 y su Reglamento, por lo 
que muchas veces los Jueces de Paz de tratarse de maltratos lo que hacen es 
finalizar el proceso con una conciliación y dejar sin efecto las medidas 
decretadas por el Juzgado de Familia, respecto a los hechos de violencia 
contra las Mujeres y los integrantes de la familia. 
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     Lo que también se repite en la Fiscalía Penal de Turno, cuando el hecho 
materia del proceso es delito, tomando en cuenta que la sanción penal mínimo 
a imponerse al procesado, es no menor de uno ni mayor de tres años acorde a 
lo estipulado en el artículo 122-B primer párrafo, del Código Penal, en la 
mayoría de los casos por tener como resultado después de evaluación médico 
legal y psicológico: menos de diez (10) días de incapacidad médico legal, o 
algún tipo de afectación psicológica, cognitiva o conductual, en uno de los 
contextos previstos en el primer párrafo del artículo 108-B de la norma 
sustantiva penal, es posible la aplicación del principio de oportunidad conforme 
al artículo 2° de la norma adjetiva penal, lo que significa es posible que la 
fiscalía pueda abstenerse de ejercitar la acción penal, por un acuerdo de las 
partes procesales, en donde también se deje sin efecto las medidas decretadas 
como habitualmente se viene haciendo en las fiscalías de la Provincia de 
Canchis. El dejar sin efecto las medidas descritas precedentemente que son 
impuestas por jueces de familia o sus equivalentes, por los fiscales penales es 
de cliché, cuando al momento de calificar la denuncia después de realizar la 
investigación preliminar deciden dictar disposición de no continuar ni formalizar 
la investigación.  
 
     De igual forma la Ley N° 30364, también aparece en el contenido del primer 
y segundo párrafo de la norma precitada, que, de ser la sentencia de carácter 
absolutoria, el juez señala cuando finaliza las medidas de protección dictadas 
por el Juzgado de familia o su equivalente. Y respecto a las medidas cautelares 
que resguarden pretensiones civiles que hayan sido otorgados en esta 
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instancia cesan de manera inmediata, salvo hayan sido ratificados en instancia 
especializada.   
 
     Este hecho también es posible que se repita con el Juez de garantías a 
través de un criterio de oportunidad, en donde también las partes se ponen de 
acuerdo y se archiva el proceso; de lo que no es ajeno el Juez Penal 
Unipersonal o colegiado, con los beneficios que se tiene en la norma adjetiva 
penal, con las conclusiones anticipadas. 
Artículo 1° Modificar el primer párrafo del artículo 23 de la Ley N° 30364, el 
cual quedara consignado de la siguiente manera: 
TEXTO ACTUAL 
De manera literal se desprende de la siguiente forma: “Artículo 23. Vigencia e 
implementación de las medidas de protección 
     La vigencia de las medidas decretadas por el juzgado de familia o su 
equivalente se dilata hasta la sentencia formulada en el juzgado penal o hasta 
el pronunciamiento fiscal por el que se decida no presentar denuncia penal por 
resolución denegatoria, salvo que estos pronunciamientos sean impugnados. 
 
     La policía nacional del Perú es responsable de ejecutar las medidas de 
protección impuestas, para lo cual debe tener un mapa gráfico y georreferencial 
de registro de todas las víctimas con las medidas de protección que les hayan 
sido notificadas; y, asimismo, habilitar un canal de comunicación para atender 
efectivamente sus pedidos de resguardo, pudiendo coordinar con los servicios 
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de serenazgo a efectos de brindar una respuesta oportuna” (DEL AGUILLA, 
2017, pág. 112). 
 
TEXTO MODIFICADO 
Art. 23 “Vigencia e implementación de las medidas de protección” 
La vigencia de las medidas impuestas por el Juzgado de Familia o su 
equivalente tiene vigencia hasta que la sentencia emitida por el Juzgado Penal 
o Juzgado de Paz Letrado quede consentida y/o ejecutoriada. En caso de 
sentencia absolutoria, permite que las medidas de protección a favor de la 
víctima puedan extenderse, pero sujetas a un término determinado que se fijara 
en la sentencia, no así las medidas de coerción civiles que cesan en el acto. En 
caso de sentencia condenatoria, se dispone la continuación y modificación de 
las medidas de protección, el tratamiento terapéutico a favor de la víctima, el 
tratamiento especializado para el condenado, la continuidad o modificación de 
las medidas coercitivas civiles, los apercibimientos y cualquier otra medida a 
favor de la víctima; en sede Fiscal por ninguna razón se dejara sin efecto las 
medidas de protección si es condenatoria y si decide no formalizar la denuncia,  
el Fiscal deberá evaluar los antecedentes del hecho y los elementos de 
convicción y podrá ratificar las medidas de protección por un tiempo prudencial 
tomando en cuenta los principios de razonabilidad y proporcionalidad. 
 
     (…). 
 
117 
Artículo 2° Modificar el primer párrafo del artículo 40 del Decreto Supremo 
N° 009-2016-MIMP, lo que quedara redactado de manera siguiente: 
TEXTO ACTUAL 
     “Artículo 40.- Vigencia de las medidas de protección o cautelares 
     La medida de protección o cautelar dictada por el Juzgado de Familia, surte 
efecto hasta que la sentencia emitida por el Juzgado Penal o Juzgado Paz 
Letrado en materia de faltas, quede consentida o ejecutoriada” (DEL AGUILLA, 
2017, pág. 113). 
 
TEXTO MODIFICADO 
Art. 40 Vigencia de las medidas de protección o cautelares 
Vigencia de las medidas de protección dictadas por el Juzgado de Familia o su 
equivalente tiene efecto hasta que la sentencia decretada por el Juzgado Penal 
o Juzgado de Paz Letrado quede consentida y/o ejecutoriada. En caso de 
sentencia absolutoria, permite que las medidas de protección a favor de la 
víctima puedan continuar, pero sujetas a un término determinado que se fijara 
en la sentencia, no así las medidas de coerción civiles que cesan en el acto. En 
caso de sentencia condenatoria, dispone la continuidad y modificación de las 
medidas de protección, el tratamiento terapéutico a favor de la víctima, el 
tratamiento especializado para el condenado, la continuidad o modificación de 
las medidas coercitivas civiles, los apercibimientos y cualquier otra medida a 
favor de la víctima; en sede Fiscal por ninguna razón se dejara sin efecto las 
medidas de protección si es condenatoria y si decide no formalizar la denuncia,  
el Fiscal deberá evaluar los antecedentes del hecho y los elementos de 
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convicción y podrá ratificar las medidas de protección por un tiempo prudencial 
teniendo en cuenta los principios de razonabilidad y proporcionalidad. 
Precisándose que los actuados una vez archivado deben ser remitidos al 
Juzgado de paz de ser maltratos y en este último caso el fiscal no se pronuncia 
respecto a las medidas de protección ni cautelares, siendo competencia del 
Juzgado de Paz Letrado.   
 
Lima. 13 de Julio del 2018 
II. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Antecedentes:  
Resulta el 23 de Noviembre de 2015 se publica en el Diario Oficial el Peruano, 
la Ley N° 30364, aprobándose su reglamento mediante Decreto Supremo 009-
2016-MIMP, publicado en el Diario Oficial el Peruano el 27 de julio del 2016, 
teniendo como objeto principal el de erradicar toda forma de violencia en 
agravio de las mujeres por su condición de tales y los integrantes del clan 
familiar, así como prevenir antes que se cometan estos hechos de violencia y 
una vez ya cometidos sancionar a los responsables, cabe precisar que estos 
hechos de violencia sea podido perpetrar en el ámbito público como privado; 
ponderándose una atención especial a los sujetos que se encuentran en 
situación de vulnerabilidad, ya sea por su menoría de edad, personas adultas 
mayores y personas discapacitadas. 
 
     Por ello el estado debe de priorizar políticas integrales dirigidas a promover 
la prevención a través de cada uno de sus organismos, para que a futuro no se 
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den hechos de violencia; en caso ya tenerse estos hechos de violencia el 
estado tiene brindar una atención de calidad a las agraviadas en su propia 
lengua con mucha amabilidad y sancionando a los responsables sin olvidarse 
que estos agresores deben ser resocializados; además estos esfuerzos se 
realizan con la finalidad de resarcir sus derechos a las agraviadas y estas 
puedan tener una vida digna. (DEL AGUILLA, 2017, pág. 30). 
 
Cabe precisar a la fecha no se tiene claro la vigencia de las medidas de 
protección y las medidas cautelares en la norma precitada, por lo que los 
jueces de familia o su equivalente, los Fiscales Penales, Jueces Penales y de 
Paz Letrado dejan sin efecto en cualquier momento del proceso, dejando en 
abandono a las víctimas de violencia bajo los alcances de la norma precitada. 
 
Base legal: 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ 
Teniendo lo estipulado en el artículo 23 de la Ley N° 30364 Vigencia de las 
medidas de protección y medidas cautelares con concordante con lo tipificado 
en el artículo 40 de su reglamento aprobado mediante D.S. N° 009-2016-MIMP, 
tienen sustento constitucional tal como se detalla a continuación:  
          El literal h) del numeral 24 del artículo 2°, establece “Nadie debe ser 
víctima de violencia moral, psíquica o física, ni sometido a tortura o a tratos 
humillantes, entonces aquí encontramos un soporte en nuestra carta magna 
respecto al tema de violencia materia del presente trabajo. Además se deja en 
claro que se encuentra habilitado cualquier persona para que pueda pedir de 
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inmediato el examen médico de la persona agraviada o de aquella 
imposibilitada de recurrir por sí misma a la autoridad correspondiente. 
Finalmente se deja claro que no tiene valor probatorio las declaraciones 
obtenidas con violencia y al que lo efectúa en responsabilidad. 
 
     Artículo 2°, de nuestra carta magna establece que la defensa de la persona 
humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del 
Estado; ello implica que estado está en la obligación de brindarnos o de 
proporcionarnos seguridad a cada uno de nosotros. 
 
     El numeral 1 del artículo 2°, establece “Toda persona tiene derecho a la 
vida, a su identidad, a su integridad moral, psíquica y física y a su libre 
desarrollo y bienestar…”, en este aparatado ya también como se observa se 
deja claro de que el derecho a la vida que nos pertenece es sagrado, además 
en contrario sensu nadie esta facultad para violentar nuestro aspecto físico o 
psicológico, por el contrario el estado debe promover el bienestar de cada uno 
de nosotros.  
 
     En el inciso 3 del artículo 139 de nuestra carta magna se tiene que se 
establece que son principios de la administración de la Justicia. La observancia 
del debido proceso y la tutela jurisdiccional; lo que significa de cada uno de 
nosotros tenemos derecho al acceso a la justicia y además dentro del proceso 
se respeten las etapas y oportunidades procesales, es decir con todas las 
garantías necesarias para que podamos alcanzar a la justicia. 
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Propuesta: 
La presente iniciativa legislativa propone modificar el artículo 23 de la Ley 
30364 y el artículo 40 de su reglamento de la norma precitada precisando los 
vacíos normativos respecto a la vigencia de las medidas de protección y las 
medidas cautelares con la finalidad de alcanzar la eficacia en la administración 
de la justicia, lo que favorecerá que las víctimas de violencia logren alcanzar 
justicia y un resguardo oportuno conforme a sus requerimientos.  
 
Análisis de la propuesta: 
La presente iniciativa legislativa, encuentra su sustento en la encuesta aplicado 
a los 20 profesionales en Derecho de la Provincia de Canchis y el análisis 
desarrollado a la Ley 30364 conjuntamente que su reglamento y la teoría de la 
garantía procesal siendo esta una de las teorías constitucionales de los 
derechos fundamentales aplicables en la presente iniciativa legislativa. 
 
     Toda vez de que a la fecha no se tiene con exactitud la vigencia de las 
medidas de protección y medidas cautelares, lo que posibilita a los magistrados 
del Juzgado Civil, Penal y de Paz Letrado a dejar sin efecto las medidas 
decretadas en cualquier momento o en algunos casos dictando el Juzgado Civil 
respecto a la vigencia de las medidas de protección hasta que el denunciado 
cumpla con terapia psicológica de tres, cuatro, cinco a seis meses, de esta 
forma dejándose desprotegido a las víctimas de violencia sean estos mujeres o 
miembros del grupo familia, tanto en el ámbito público como privado.  
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     El presente proyecto normativo consiste en establecer las vigencias de las 
medidas de protección y las medidas cautelares, con la finalidad de proteger 
con eficacia a las agraviadas con hechos de violencia. 
III. ANÁLISIS COSTO BENEFICIO 
Sera de gran beneficio la reforma del artículo 23 de la Ley N° 30364 y el 
artículo 40 de su reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N° 009-
2016-MIMP., toda vez de que hará que se haga efectivo el objeto que tiene la 
norma precitada que viene a ser: “erradicar, prevenir, y sancionar la violencia 
producida en el ámbito público o privado en agravio de las mujeres por su 
situación de tales, y contra cualquiera de los miembros del clan familiar; en 
especial, cuando estos estén en situación de vulnerabilidad, ya sea por su 
menoría de edad o situación física como las niños, personas adultas mayores y 
personas discapacitadas” (DEL AGUILLA, 2017, pág. 15). 
 
      Me atrevo a proponer este beneficio porque no se dejará desprotegido a la 
mujer y los miembros de la familia en cualquier estado del proceso como se 
viene haciendo a la fecha. Los operadores de la justicia tendrán claro respecto 
a la vigencia de las medidas de protección y cautelares, siendo en muchas 
ocasiones ratificados por más que la sentencia sea de carácter absolutoria.   
 
     No siendo necesario un financiamiento adicional para su ejecución, toda vez 
de que esta norma ya está implementada a nivel nacional y solo únicamente se 
trata de algunos correctivos legales. 
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IV. IMPACTO EN LA LEGISLACIÓN 
El presente proyecto de ley en esta oportunidad se limita a modificar el primer 
párrafo del artículo 23 de la Ley N° 30364 y el articulo 40 del Decreto Supremo 
N° 09-2016-MIMP, con el propósito de bridar una protección de calidad a las 
víctimas de violencia bajo los alcances de la norma precitada y las victimas 
puedan alcanzar justicia.   
Lima. 13 de Julio del 2018 
 
 CONCLUSIONES 
PRIMERA.-  Realizado un análisis minucioso de la normativa supranacional, 
nacional y contenido doctrinario respecto a la vigencia de medidas 
de protección y medidas cautelares dictadas en contexto de 
violencia contra las mujeres y los integrantes del clan familiar, se 
puede concluir que existiendo incertidumbre jurídico es posible 
modificar el primer párrafo del artículo 23 de la Ley N° 30364 y el 
artículo 40 de su reglamento aprobado mediante Decreto Supremo 
N° 009-2016-MIMP, teniendo como fundamento la teoría de la 
garantía procesal, siendo este una de las teorías constitucionales 
de los derechos fundamentales.  
 
SEGUNDA.-En el presente trabajo sea analizado minuciosamente la vigencia 
de las medidas de protección y medidas cautelares establecidos en 
el primer párrafo del artículo 23 de la Ley N° 30364 y el artículo 40 
de su Reglamento aprobado mediante Decreto Supremo N° 009-
2016-MIMP, en donde se ha detectado que no se tiene precisado 
con exactitud su postura del Fiscal Penal, Juez Penal y Juez de 
Paz Letrado respecto a las medidas impuestas por los Jueces 
Civiles de Familia o Jueces Mixtos. 
TERCERA.- Es posible modificar el primer párrafo del artículo 23 de la Ley N° 
30364 y el artículo 40 de su Reglamento aprobado mediante 
Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP, teniendo como fundamento 
la teoría de la garantía procesal, como uno de las teorías 
 constitucionales de los derechos fundamentales que está 
conformado principalmente por el debido proceso y la tutela 
jurisdiccional efectiva.  
CUARTA.- Los profesionales de derecho de la ciudad de Sicuani entre Jueces, 
Fiscales y abogados libres consideran que es necesario plantear 
una propuesta legislativa de reformar el artículo 40 del Decreto 
Supremo N° 009-2016-MIMP, que aprueba el reglamento de la Ley 
N° 30364, respecto a la vigencia de las medidas de protección y las 
medidas cautelares. 
QUINTA.- Sea logrado elaborar una propuesta legislativa con la finalidad de 
modificar el primer párrafo del artículo 23 la Ley N° 30364 y el 
articulo 40 del Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP, que aprueba 
el reglamento de la Ley N° 30364, tomando en cuenta los 
postulados de la teoría de la garantía procesal siendo esta una de 
las teoría constitucionales de los derechos fundamentales, cuya 
propuesta pretende dar solución al problema desarrollado en el 
presente trabajo de investigación.  
 
 
 
 
 
 RECOMENDACIONES 
 
PRIMERA.- Presentar este Proyecto de Ley por los procedimientos legales a 
efectos de ser aprobado y tener eficacia en las medidas de 
protección y medidas cautelares decretadas por los Juzgado 
Civiles o sus equivalentes. 
 
SEGUNDA.-  Una vez implementado la reforma del artículo 23 de la Ley N° 
30364 y el artículo 40 del Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP, 
que aprueba el reglamento de la Ley N° 30364, el estado debe 
promover capacitación a los operadores de justicia con la finalidad 
de una aplicación correcta de la norma y brindar una atención 
eficaz a las agraviadas. 
 
TERCERA.- Replicar esta tesis a los especialistas de justicia (Jueces, Fiscales, 
Policías y abogados) a fin de brindar una correcta protección a las 
víctimas de violencia bajo los alcances de la Ley N° 30364, 
tomando en cuenta que existe poca bibliografía.  
 
CUARTA. - El estado debe hacer una constante evaluación a los resultados de 
la aplicación de la Ley N° 30364, a efectos de determinar las 
mejoras en el acompañamiento de las agraviadas, para lo cual 
deberá destinar un presupuesto.  
 
 QUINTA.-  En los procesos de evaluación relacionados a la aplicación de la 
Ley N° 30364, el Estado debe solicitar la participación de los 
abogados de Centros de Emergencia Mujer y Jueces Civiles de 
Familia, Fiscales Penales, Jueces Penales y Jueces de Paz 
Letrado.  
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Marque con un aspa en los paréntesis que se muestra, por lo demás agradezco su gentil apoyo en 
el logro de este trabajo de investigación.  
1. Desde tu consideración personal ¿Conoce Ud. ¿Con exactitud cuál es la 
vigencia de las medidas de protección y las medidas cautelares 
impuestas por los jueces civiles de familia o su equivalente bajo los 
alcances de la Ley N° 30364? 
a) Si         ( ) 
b) No         ( ) 
 
2. ¿Cree Ud. ¿Las medidas de protección y medidas cautelares están claras 
respecto a su vigencia en la Ley N° 30364? 
a) Si          ( ) 
b) No          ( ) 
 
3. ¿Cree Ud. Falta claridad en la vigencia de las medidas de protección y 
medidas cautelares instituidas en la Ley N° 30364 perjudican a las partes 
procesales? 
a) Si          ( ) 
b) No          ( ) 
 
4. ¿Considera Ud. ¿Qué el contenido del primer párrafo del artículo 23 
vigencia e implementación de las medidas de protección establecidas en 
Apreciado Dr. (a) la presente encuesta tiene por finalidad recoger su valiosa 
información  con respecto a: 
“VIGENCIA DE LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y MEDIDAS CAUTELARES EN LA 
APLICACIÓN DE LA LEY N° 30364 A DOS AÑOS EN EL PERÚ” 
 la Ley N° 30364 debe ser reformado? 
a) Si           ( ) 
b) No           ( ) 
 
5. ¿Considera Ud. Qué el contenido del artículo 40 vigencia de las medidas 
de protección o cautelares establecidas en el D.S. N° 009-2016-MIMP, 
Decreto Supremo que aprueba el Reglamento de la Ley Nº 30364, debe 
ser reformado? 
a) Si          ( ) 
b) No          ( ) 
 
Gracias 
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